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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Visión general

1. La agricultura (incluyendo ganadería, silvicultura y pesca) continúa siendo un sector de primordial importancia para la economía nicaragüense, pues contribuye a la generación de casi el 19 por ciento del PIB, es el origen de tres cuartas partes de las exportaciones de mercancías y emplea a una tercera parte de la fuerza laboral.  Durante el período examinado, la contribución al PIB del sector agrícola se incrementó debido a los buenos resultados de los productos de exportación.  En términos de valor, el café (oro) es el cultivo más importante de Nicaragua, y representa un 22,3 por ciento del valor de la producción a precios constantes en 2010, seguido de la caña de azúcar (11,8 por ciento).  Los productos de exportación en general tienen un mayor rendimiento y productividad.  El promedio de protección arancelaria NMF en el sector agrícola (división principal 1 de la segunda revisión de la CIIU) fue del 8,3 por ciento en 2011, comparado con un arancel promedio del 6,2 por ciento.  Existen picos arancelarios para algunos productos, como los muslos de pollo (164 por ciento), el arroz elaborado y la leche (60 por ciento).

2. Nicaragua ha notificado a la OMC que no concedió subvenciones a la exportación de productos agrícolas durante el período examinado, y que la ayuda interna que presta a los productores agrícolas se encuentra dentro del compartimento verde.  La ayuda prestada durante el período examinado se concentra en las áreas de seguridad alimentaria y formación y el desarrollo tecnológico y equivale a un 2 por ciento del valor anual de la producción agropecuaria.  

3. Desde 1997, cuando el sistema eléctrico dejó de ser propiedad exclusiva del Estado, el sector ha estado abierto a la inversión privada, inclusive la extranjera.  Actualmente el Estado mantiene el monopolio en la transmisión de electricidad, pero la generación eléctrica se encuentra principalmente en manos privadas;  en 2011, el sector privado generó el 78,5 por ciento de la electricidad.  Nicaragua se encuentra abocada a promocionar la generación y el uso de energía renovable.  En este sentido, se otorgan una serie de incentivos tributarios, de una duración de hasta 15 años, para promover el uso de fuentes de energía renovable en la generación de electricidad.  Nicaragua cuenta con un mercado mayorista de electricidad, que funciona básicamente como un mercado de contratos para hacer frente a los compromisos de compra de energía de las distribuidoras, o como mercado de ocasión para compensar entre faltantes y sobrantes de energía.  Nicaragua participa en el Mercado Regional de Energía Eléctrica de América Central, creado en 1998 mediante el Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América, y en el que participan, además, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Panamá.  

4. El sector manufacturero ha ganado peso relativo dentro del PIB durante el período examinado, lo que refleja en parte los efectos beneficiosos de la implementación del CAFTA-DR.  En 2010, el sector manufacturero contribuyó con casi el 20 por ciento del PIB de Nicaragua.  Más del 50 por ciento de este sector está constituido por industrias que se dedican a producir alimentos y bebidas, y tres cuartas partes de las exportaciones de manufacturas son productos agrícolas procesados a base de carne, leche y azúcar.  El promedio de los aranceles NMF aplicados a los productos manufacturados es del 6,1 por ciento, con tipos comprendidos entre el 0 y 170 por ciento.  El promedio de los productos no agropecuarios (definición OMC), es del 5,2 por ciento.  La protección arancelaria es mayor al promedio para el vestido (14,8 por ciento);  los textiles 
(8,1 por ciento);  y el cuero, caucho, calzado y artículos de viaje (7,3 por ciento).  

5. Los servicios son el sector más importante en cuanto a su contribución al PIB (58,4 por ciento en 2010) y al empleo (55,8 por ciento en 2010).  Durante el período examinado, la mayor parte de las actividades de servicios se han afianzado y su normativa y regulación se ha modernizado.  El sector financiero nicaragüense pudo hacer frente a la crisis global de 2008-2009 sin mayores dificultades, en parte debido al fortalecimiento de su supervisión financiera, basada en Basilea II.  El nivel de capitalización del sistema financiero a diciembre de 2011 era adecuado, con un índice de adecuación de capital del 14,7 por ciento, frente a un mínimo requerido del 10 por ciento.  Además, los depósitos de los ahorristas están garantizados hasta 10.000 dólares EE.UU. por depositante mediante el Fondo de Garantías de Depósitos (FOGADE).  Los bancos extranjeros pueden operar en el país mediante el establecimiento de una sucursal, o como accionistas en bancos constituidos o que se constituyan en Nicaragua.  Los bancos y financieras extranjeras pueden, además, establecer oficinas de representación en Nicaragua. 
6. Desde 1996 el mercado de los seguros está abierto a la competencia, incluido el establecimiento de empresas extranjeras;  las compañías privadas de seguros pueden participar actualmente en actividades de seguros, reaseguros e inversiones de capital.  Las sucursales de sociedades de seguros extranjeras establecidas en Nicaragua, no necesitan tener junta directiva residente en el país.  Su administración y representación legal puede estar a cargo de un gerente con residencia en el país.  Durante el período examinado, se modificó la legislación en el área de los seguros, mediante la aprobación de la Ley General de Seguros, Reaseguros y Fianzas de 2010, la cual actualizó el marco jurídico, de supervisión, y prudencial, estableciendo además nuevos requisitos de capital que deben actualizarse como máximo cada dos años, o cuando una sociedad se encuentre en situación de riesgo.
7. El sector de las telecomunicaciones ha continuado su rápida expansión y el mercado se ha consolidado, aunque la competencia es aún relativamente limitada, lo que refleja en parte el pequeño tamaño del mercado.  Desde 2006 existen dos operadores de telefonía fija con concesiones por 20 años.  Estas dos mismas empresas prestan servicios de telefonía celular con licencias por 20 años, que expiran en los mismos años que las concesiones para el servicio básico.
8. Nicaragua permite la inversión extranjera en algunos segmentos del transporte marítimo, tales como la matrícula de buques, y la constitución de armadores o empresas navieras.  Aunque Nicaragua reserva el tráfico interior y de cabotaje a buques de pabellón nacional explotados por armadores nacionales, la legislación nicaragüense permite que, de no existir buque nacional o centroamericano para prestar el servicio, se pueda autorizar a buques extranjeros a hacerlo.  La Empresa Portuaria Nacional (EPN), ente descentralizado adscrito al Ministerio de Transporte e Infraestructura, es el órgano encargado de la administración de los seis puertos principales.  La EPN está facultada a celebrar contratos de hasta 25 años para concesionar los diversos servicios portuarios.  

9. Durante el período objeto de examen en 2006, Nicaragua promulgó una nueva ley de aviación civil, y mediante la misma creó un nuevo ente encargado de los asuntos de la aviación civil y el transporte aéreo en general, el Instituto Nicaragüense de Aeronáutica Civil (INAC).  El enfoque general de la política de aviación civil de Nicaragua es de aplicar políticas de cielos abiertos sobre la base de concesiones recíprocas bilaterales.  En principio los servicios de cabotaje para pasajeros y carga sólo pueden ser realizados por personas naturales o jurídicas nicaragüenses.  Sin embargo, la INAC está facultada para autorizar a empresas extranjeras a realizar tales servicios excepcionalmente, cuando haya motivos de interés general.  

2) Agricultura y actividades conexas

i) Características principales

10. El sector agrícola, según su definición en las cuentas nacionales de Nicaragua (agricultura, ganadería, pesca, silvicultura), representó el 18,8 por ciento del PIB de Nicaragua en 2010 
(9,9 por ciento corresponde a la agricultura).  La contribución al PIB del sector agrícola fue superior en 2011 que al inicio del período examinado en 2006 (16,5 por ciento), lo que confirma que el sector agrícola continúa siendo de vital importancia para la economía nicaragüense.  Asimismo, el sector agrícola sigue siendo una de las principales fuentes de empleo, lo que representa casi un tercio de los puestos de trabajo (32,2 por ciento en 2010). 

11. El 21,7 por ciento del área de producción se dedicó en 2010 a cultivos de exportación, y el 78,3 por ciento a cultivos para el mercado interno (cuadro IV.1).  Los dos cultivos más tradicionales, el maíz y los frijoles, ocupan el 64,9 por ciento de la superficie de cultivo agrícola del país.  No obstante, si se tiene en cuenta el valor de producción, el café (oro) es el cultivo más importante de Nicaragua, que representa un 22,3 por ciento del valor de la producción a precios constantes en 2010, y seguido de la caña de azúcar (11,8 por ciento) y el arroz oro (11,5 por ciento).
  Los productos de exportación en general tienen un mayor rendimiento y productividad, y representaron en 2010 el 45,7 por ciento del valor de la producción agrícola, frente a un 21,7 por ciento de la superficie cultivada.
Cuadro IV.1

Agricultura:  área, producción y rendimiento, 2005-2011

(Miles de hectáreas y miles de toneladas métricas)

	
	
	2005-2006
	2006-2007
	2007-2008
	2008-2009
	2009-2010
	2010-2011

	Productos de exportación:
	Área
	313,23 
	290,56 
	316,20 
	314,62 
	309,92 
	315,73 

	Café (oro)
	Área
	181,97 
	163,77 
	181,97 
	166,20 
	170,21 
	163,04 

	 
	Producción
	2.100,00 
	1.550,00 
	2.200,00 
	1.671,06 
	1.957,42 
	1.793,44 

	 
	Rendimiento
	11,54 
	9,46 
	12,09
	10,05
	11,50
	11,00

	Ajonjolí  (natural)
	Área
	16,49 
	13,16 
	13,14
	11,86
	11,18
	18,50

	 
	Producción
	129,27 
	144,55 
	103,02 
	109,27 
	111,46 
	188,70 

	 
	Rendimiento
	7,84 
	10,98 
	7,84 
	9,21 
	9,97 
	10,20 

	Caña de azúcar  (T.C)
	Área
	66,48 
	72,61 
	77,12 
	77,63 
	78,55 
	80,00 

	 
	Producción
	4.198,23 
	4.955,54 
	4.928,96 
	4.735,34 
	5.159,43 
	5.484,00 

	 
	Rendimiento
	63,15 
	68,25 
	63,92 
	61,00 
	65,68 
	68,55 

	Azúcar    2/
	Producción
	9.391,96 
	11.043,28 
	10.542,63 
	11.064,82 
	11.508,08 
	12,500,00 

	Banano (cajas)
	Área
	1,56 
	1,12 
	1,04
	1,05
	1,02
	1,04

	 
	Producción
	2.614,61 
	2.233,98 
	2.325,23 
	1.900,63 
	2.440,71 
	2.491,20 

	 
	Rendimiento
	1.676,03 
	1.998,19 
	2.240,10 
	1.811,85 
	2.390,51 
	2.400,00 

	Tabaco Habano (Rama)
	Área
	2,66 
	2,57 
	2,60 
	2,54 
	2,64 
	2,65 

	 
	Producción
	65,85 
	60,99 
	62,40
	62,43
	64,94
	65,97

	 
	Rendimiento
	24,79 
	23,77 
	24,00 
	24,55 
	24,60 
	24,89 

	Maní  (natural)
	Área
	44,08 
	37,33 
	40,34 
	55,33 
	46,31 
	50,50 

	 
	Producción
	2.672,26 
	2.243,07 
	2.413,89 
	3.063,86 
	2.570,26 
	3.045,15 

	 
	Rendimiento
	60,63 
	60,08 
	59,84 
	55,37 
	55,50 
	60,30 

	Productos de consumo interno:
	Área
	1.168,41 
	1.012,48 
	1.013,55 
	965,83 
	967,45 
	1.134,50 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Arroz Oro
	Área
	137,22 
	125,94 
	98,03 
	102,07 
	105,78 
	115,00 

	 
	Producción
	4.529,00 
	4.569,83 
	3.859,12 
	4.076,44 
	4.783,58 
	5.230,00 

	 
	Rendimiento
	33,01 
	36,28 
	39,37 
	39,94 
	45,22 
	45,48 

	Cuadro IV.1 (continuación)

	Frijol total
	Área
	387,60 
	336,39 
	332,10 
	343,01 
	319,57 
	394,00 

	 
	Producción
	4.661,96 
	3.983,53 
	3.749,86 
	3.886,41 
	3.979,78 
	5.397,80 

	 
	Rendimiento
	12,03 
	11,84 
	11,29 
	11,33 
	12,45 
	13,70 

	Maíz
	Área
	568,31 
	492,16 
	506,65 
	456,70 
	493,95 
	547,00 

	 
	Producción
	12.223,09 
	11.041,57 
	10.706,78 
	9.325,38 
	11.909,45 
	13.208,50 

	 
	Rendimiento
	21,51 
	22,43 
	21,13 
	20,42 
	24,11 
	24,15 

	Sorgo
	Área
	71,50 
	56,39 
	75,38 
	61,77 
	45,85 
	73,50 

	 
	Producción
	2.009,58 
	1.609,38 
	2.367,74 
	1.641,73 
	1.364,68 
	2.489,50 

	 
	Rendimiento
	28,11 
	28,54 
	31,41 
	26,58 
	29,77 
	33,87 

	Soya
	Área
	3,79 
	1,59 
	1,39 
	2,29 
	2,30 
	5,00 

	 
	Producción
	123,66 
	50,08 
	45,59 
	70,46 
	69,00
	150,00

	 
	Rendimiento
	32,63 
	31,42 
	32,75 
	30,84 
	30,00 
	30,00 

	Total
	Área
	1.481,64 
	1.303,03 
	1.329,75 
	1.280,45 
	1.277,36 
	1.450,23 


Fuente:
Ministerio Agropecuario y Forestal.
12. En lo relativo a la producción pecuaria, en 2010, el 36 por ciento del valor correspondió a la carne vacuna, el 30 por ciento a la avicultura y el 26 por ciento a la producción de lácteos.
13. Desde el anterior examen, las exportaciones de productos agrícolas crecieron con rapidez (cuadro IV.2).  Las exportaciones agropecuarias se incrementaron en un 72,1 por ciento durante 2006-2011, al pasar de 385,6 millones de dólares EE.UU. a 663,7 millones de dólares EE.UU. en el periodo.  Se destaca el incremento de los valores exportados de café y maní, en tanto que las exportaciones de bananos, ganado en pie y frijoles mostraron una reducción.  Los destinos principales de las exportaciones agrícolas nicaragüenses son los Estados Unidos y Centroamérica.  
Cuadro IV.2
Exportaciones f.o.b. de mercancías por productos principales, 2006-2011

(Millones de dólares EE.UU.)
	Productos
	2006
	2007 
	2008
	2009a
	2010a
	2011b

	Total agropecuarios
	385,6 
	406,2 
	549,9 
	462,8 
	570,4 
	663,7 

	Café
	207,1 
	188,1 
	278,3 
	236,8 
	341,6 
	429,3 

	Maní
	43,0 
	56,0 
	90,2 
	65,9 
	61,8 
	96,1 

	Ganado en pie
	39,3 
	42,2 
	26,8 
	17,8 
	21,5 
	18,6 

	Frijol
	37,0 
	39,9 
	79,8 
	61,5 
	59,4 
	30,2 

	Banano
	9,6 
	9,9 
	9,6 
	11,7 
	6,6 
	2,4 

	Tabaco en rama
	5,0 
	4,8 
	5,3 
	5,1 
	6,7 
	6,3 

	Mango
	2,4 
	3,0 
	2,0 
	2,7 
	2,2 
	3,4 

	Quequisque
	6,1 
	7,7 
	8,0 
	9,2 
	7,5 
	6,7 

	Sandía y melón
	6,0 
	7,6 
	2,4 
	0,8 
	1,2 
	1,7 

	Ajonjolí
	4,4 
	6,9 
	6,6 
	6,5 
	7,4 
	6,3 

	Helechos
	1,1 
	1,1 
	1,3 
	1,5 
	1,2 
	0,0 

	Los demás
	24,6 
	39,1 
	39,4 
	43,3 
	53,3 
	62,6 


a
Preliminar.

b
Estimado.

Fuente:
Información proporcionada por las autoridades.
ii) Evolución de las políticas

14. El Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR) es la entidad responsable de formular e implementar, monitorear y evaluar la política agrícola y forestal en Nicaragua.  El MAGFOR debe además promover y asegurar el mejoramiento económico, social, ambiental y productivo de la población nicaragüense, con planes y estrategias de desarrollo para los pequeños y medianos productores y para los inversionistas nacionales y extranjeros mediante la implementación de programas y proyectos que permitan el desarrollo sostenible del sector.
  Otras entidades que participan en la formulación e implementación de la política agropecuaria incluyen al Instituto Nicaragüense de Tecnología Agropecuaria (INTA) y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP).

15. La Estrategia de Desarrollo del sector gira alrededor de tres grandes planes nacionales:  el Programa Nacional de Alimentos;  el Plan Forestal;  y el Marco Estratégico de Fomento a la Agroindustria.  Se implementan además un número de subprogramas nacionales, incluidos:  el Subprograma Productivo Alimentario (SPPA);  el de Insumos Básicos para la Producción;  el de Agricultura Urbana y Periurbana;  el de Fortalecimiento de los Servicios de Inocuidad y Sanidad;  el de Acopio y Comercialización;  el de Producción de Leche en Polvo de Alcance Regional;  el de Innovación y Tecnología;  el de Reconversión Ganadera;  el de Riego;  el de Café;  el de Cacao;  el de Orgánicos;  el de Raíces y Tubérculos;  y el de Frutas y Hortalizas.

16. El objetivo general del Programa Nacional de Alimentos, lanzado en 2008, es impulsar la generación de empleo, ingresos y el incremento de la producción, la productividad y la calidad de alimentos, mediante el suministro de servicios públicos estratégicos, efectivos y adecuados a lo largo de las cadenas de valor agroalimentarias y de consumo básico:  arroz, frijol, maíz, sorgo y complementariamente de otros productos agropecuarios como carne (bovina, porcina y avícola), leche, cacao, café, frutas y verduras.  Se busca dinamizar el sector rural, con los pequeños y medianos productores asociados como eje central.  Los objetivos incluyen la generación de más de 300.000 empleos directos permanentes, un incremento de la producción de más del 80 por ciento en volumen y valor, un incremento anual de ingresos por exportación de 400 millones de dólares EE.UU., y un ahorro de 200 millones de dólares EE.UU. anuales por sustitución de productos importados.  Este programa se ha venido implementando principalmente por medio del SPPA.

17. El SPPA, instaurado en abril de 2007 por un período de cinco años, tiene como objetivo erradicar la pobreza y consiste en transferir 75.000 Bonos Productivos Alimentarios (BPAs) a igual número de familias beneficiarias.  El instrumento principal del subprograma, el BPA, debe servir como medio de organización, capitalización, entrenamiento, y asistencia técnica a las familias campesinas empobrecidas.  El BPA es un paquete agropecuario compuesto de un menú de bienes que incluye animales, materiales para las instalaciones, semillas, material vegetativo, plantas frutales y forestales, crédito revolvente, entrenamiento y asistencia técnica en diversos temas (salud y alimentación animal, cooperativismo, medio ambiente, comercialización, entre otros).  El BPA por familia en los territorios del Pacífico y Central tiene un valor máximo de 1.500 dólares EE.UU. y un valor mínimo de 600 dólares EE.UU., incluyendo un 16,5 por ciento de gastos operativos.  En la Costa Atlántica, por los costos de transporte, el BPA por familia tiene un valor de 2.000 dólares EE.UU.
  La ayuda interna proporcionada mediante el SPPA explica, desde su implementación en 2007, más del 90 por ciento de la ayuda interna.

18. Las autoridades han indicado que la agricultura nicaragüense enfrenta un número de problemas, entre los que figuran:  la escasa cobertura y calidad de los servicios productivos (energía eléctrica, telecomunicaciones, agua potable, transporte, servicios de apoyo), el bajo nivel de educación de los productores, la escasa cultura de organización y asociación, el pequeño tamaño de los mercados locales, la débil presencia institucional, el insuficiente desarrollo de pequeñas y medianas agroindustrias rurales, la poca capacidad administrativa y empresarial de los productores, el escaso conocimiento de los mecanismos de mercado, el difícil acceso al crédito, la asimetría de la información, el bajo grado de organización y la falta de un manejo adecuado de la tecnología.

19. Respondiendo a estas inquietudes, y por medio del Marco Estratégico de Fomento a la Agroindustria, diseñado también en 2008, se busca fomentar el desarrollo de la agroindustria y formar empresas rurales vinculadas con el mercado, para, de este modo, aumentar el valor de la producción agropecuaria y el empleo, elevar los ingresos, y contribuir a la seguridad alimentaria.  Los ejes estratégicos para lograr estos objetivos son:  el fortalecimiento del capital humano;  la promoción del desarrollo y la innovación tecnológicos;  el desarrollo de la infraestructura agroindustrial y los servicios de apoyo;  el fomento de la transformación agroindustrial;  y la mejora del acceso a los mercados locales, nacional e internacional.  También se busca fortalecer el marco regulatorio para el desarrollo de la agroindustria en Nicaragua.
20. Durante el período examinado, Nicaragua estableció un marco jurídico para fomentar la producción agrícola orgánica.  La Ley No 765 de 5 de julio de 2011, o Ley de Fomento a la Producción Agroecológica u Orgánica tiene por objeto fomentar el desarrollo de los sistemas de producción agroecológica u orgánica, mediante la regulación, promoción e impulso de actividades, prácticas y procesos de producción con sostenibilidad ambiental, económica, social y cultural que contribuyan a la restauración y conservación de los ecosistemas, así como al manejo sostenible de la tierra.  El reglamento de la ley está contenido en el Decreto Ejecutivo No 02-2012 de 
25 de enero de 2012 (Reglamento General de la Ley No 765 (Ley de Fomento a la Producción Agroecológica u Orgánica)).

21. Nicaragua ha notificado a la OMC que no concedió subvenciones a la exportación durante 2005, 2006, 2007 y 2008.

22. Nicaragua no contrajo compromisos específicos para reducir la ayuda financiera a los productores agrícolas durante la Ronda Uruguay.
  Desde 1995, Nicaragua ha notificado anualmente la ayuda del compartimento verde que presta a los productores agrícolas.  En el cuadro IV.3 se resumen los proyectos sectoriales en cuyo marco Nicaragua prestó asistencia a su sector agrícola durante el período 2005-2009 y que fueron notificados a la OMC.  De los 15 proyectos mencionados, 3 abordan desastres o amenazas sanitarias y fitosanitarias;  6 tocan la seguridad alimentaria;  y 6 abordan la formación y el desarrollo tecnológico.  De acuerdo con lo notificado por Nicaragua, la ayuda interna proporcionada totalizó 32,46 millones de dólares EE.UU. entre 2005 y 2010, o un promedio anual de 5,41 millones de dólares EE.UU.  Esto equivale a un 2 por ciento del valor de la producción agropecuaria.  La ayuda proporcionada durante el período examinado es inferior a los niveles reportados en el examen anterior para el período 1999-2004, los cuales promediaron los 9.653 millones de dólares EE.UU. por año.
Cuadro IV.3

Programas de ayuda a la agricultura notificados a la OMC, 2005-2010
(Miles de $EE.UU.)
	a) Servicios generales
	

	Lucha contra plagas y enfermedades
	

	Mejora de los servicios de sanidad agropecuaria y forestal

Asegurar que los principales productos de origen animal, vegetal y forestal cumplan con los requisitos, normas y estándares sanitarios del comercio nacional e internacional, por medio de la adecuación de la calidad de los servicios fitozoosanitario y de inocuidad agroalimentaria mediante capacitaciones en buenas prácticas agrícolas y buenas prácticas de manufacturas, mejora de los equipos de laboratorios de diagnóstico veterinario y de residuos biológicos.

Programa de prevención de las enfermedades exóticas

Mantener el territorio nacional libre de enfermedades exóticas mediante la ejecución de vigilancia epidemiológica, en las zonas ganaderas, incluye además la vigilancia del gusano barrenador.

Programa de Erradicación del Gusano Barrenador
Control y erradicación de la mosca del gusano barrenador, mediante el establecimiento y mantenimiento de una barrera de control, que conlleva la dispersión de moscas estériles en Nicaragua, por medio de la planta en funcionamiento.  Asímismo, la prevención de la fiebre Aftosa y enfermedades exóticas, mediante toma de muestras y aplicación de tratamiento e inspección, a 40.000 animales
	138,81
310,52

328,69

	Servicio de formación
	

	Programa Nacional de Tecnología y Formación Técnica Agropecuaria

Tiene como objetivo la asistencia técnica y la capacitación, para tener un sistema de tecnología agropecuaria más integrado, mediante la vinculación de la investigación entre universidades y gremios de productores.
Proyecto de tecnología agrícola Fase II

Proveer a hogares rurales y comunidades un amplio acceso a servicios de manejo e innovación en agricultura, recursos naturales, para estimular mayor productividad agrícola.
Apoyo a la implementación de las condiciones de exportación agroalimentaria

Facilitar a los productores(as) todas las normas sanitarias y fitosanitarias y capacitarlos en la aplicación de dichas normas, con el objetivo de fortalecer y desarrollar las exportaciones de productos agropecuarios de Nicaragua hacia el mercado de la Unión Europea, especialmente en los rubros de carne bovina, camarones de cultivo, cacao y café.
	471,01

416,01

42,50

	Mejora de la situación de pequeños y medianos productores de café de la cuenca del Río San Juan

Desarrollar un sistema de clasificación que permita aprovechar el potencial de calidad del café de Nicaragua mediante la capacitación en técnicas de producción, mejora de calidad y comercialización (área de Apanás), con la finalidad de cumplir consistentemente con los requerimientos de calidad del mercado internacional.
	183,67

	Apoyo a la implementación de las condiciones de exportación agroalimentaria

Facilitar a los productores todas las normas sanitarias y fitosanitarias para fortalecer y desarrollar las exportaciones de productos agropecuarios de Nicaragua hacia el mercado de la Unión Europea, especialmente en los rubros de carne bovina, camarones de cultivo, cacao y café.

Adecuación de los Servicios de Sanidad Agropecuaria y Sanidad Vegetal

Asegurar que los principales productores de origen animal y vegetal, cumplan con los requisitos, normas y estándares del comercio nacional e internacional, por medio de la adecuación de la calidad de la provisión de los servicios fitozoosanitarios y de inocuidad alimentaria.
Fortalecimiento de las capacidades locales para el manejo de cuencas y prevención de desastres naturales y formación de recursos humanos

Contribuir a la reducción de la vulnerabilidad a los desastres naturales y mejorar la calidad de vida de la población en Nicaragua.  Se pretende capacitar a productores, autoridades municipales y técnicos del INTA en temas relacionados para el manejo de cuencas hidrográficas. 
	163,16

546,81

37,68



	Cuadro IV.3 (continuación)

	
	

	b) Ayuda alimentaria interna
	

	Operación prolongada de socorro y recuperación

Alimentación complementaria para grupos vulnerables (atención a mujeres embarazadas, madres lactantes y niños(as) menores de 36 meses).

Alimentos para la creación de activos y/o alimento por trabajo. En Matagalpa, Jinotega y Región Autónoma del Atlántico Norte (RAAN).
	134,67

	Programa para la seguridad alimentaria y nutricional

Alimentación complementaria para grupos vulnerables (atención a mujeres embarazadas, madres lactantes y niños(as) menores de 36 meses).

Alimentos para la creación de activos y/o alimento por trabajo.  En Madriz y Nueva Segovia.
	153,97

	Programa Agroalimentario de Semillas (PAS)

Mejorar la seguridad alimentaria de las familias rurales, promover y fortalecer la organización de los beneficiarios e incentivar la producción de granos básicos (maíz, fríjol, arroz, sorgo).
	66,12

	Programa Productivo Alimentario - PPA (También conocido como SPPA)

Erradicar el hambre, la desnutrición crónica, la pobreza extrema y el desempleo.  La meta es cubrir 80.000 familias rurales pobres en el periodo 2007/2011, mediante el incremento cuantitativo y cualitativo de la producción y el consumo de alimentos proteicos, favoreciendo a la vez la disminución del consumo de leña mediante distintas formas de cocinar, biogás, fogones mejorados, etc.

Apoyo a las familias rurales en zonas afectadas por sequías e inundaciones

Establecer programas que tiendan a solucionar problemas de pobreza extrema y deterioro del medio ambiente, en zonas afectadas por desastres naturales recurrentes (sequías e inundaciones) mediante la entrega de alimentos.
Asistencia  alimentaria para personas afectadas por desastres

Contribuir a prevenir la agudización de la desnutrición entre los niños/as y familias que están  en situación de alta inseguridad alimentaria y expuesta a fenómenos climáticos recurrentes.
	26.303,56
1.682,34
1.482,54



	TOTAL
	32.461,99


Fuente:
Información proporcionada por las autoridades nicaragüenses según sus notificaciones a la OMC.

23. Nicaragua cuenta también con la Ley No 217 de 1996, Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, La Gaceta de 6 de junio de 1996, que incluye disposiciones que exigen al Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales (MARENA) fijar cuotas de exportación, de especies de fauna, caza y captura que estén amenazadas.
24. El promedio de protección arancelaria NMF en el sector agrícola (división principal 1 de la segunda revisión de la CIIU) fue del 8,3 por ciento en 2011.  El promedio de los capítulos 1-24 del SA, que corresponden al sector agrícola, fue del 12,3 por ciento en 2011.  Algunos productos agrícolas, como el arroz, la leche y los trozos de pollo, están sujetos a niveles arancelarios mucho más elevados.  El arancel más elevado se aplica a los muslos de pollo y otras aves (SA 0207.1393 y 0207.1394 y 0207.1493 y 0207.1494), que están sujetos a un arancel del 164 por ciento.  El arroz elaborado y la leche (excepto la leche evaporada) tienen un arancel del 60 por ciento.  El promedio de los aranceles aplicados al sector agrícola, según la definición de la OMC fue del 11,8 por ciento en 2011.  Por grupos de productos, los aranceles promedio son más elevados para:  el azúcar y la confitería (30,9 por ciento);  los productos lácteos (25,1 por ciento);  los animales y productos de origen animal (19,6 por ciento);  el café y té (13,1 por ciento),  y las frutas, legumbres y hortalizas (11,8 por ciento), mientras que las importaciones de algodón están libres de aranceles.
25. Nicaragua notificó a la OMC que no utilizó la salvaguardia especial prevista por el Acuerdo de Agricultura de la OMC en el período 2005-2008
, así como tampoco durante 2009 ni 2010.

26. De acuerdo con los compromisos adquiridos durante la Ronda Uruguay, Nicaragua puede aplicar contingentes a la importación de maíz (SA 1005.90.20 y 1005.90.30, 193,2 miles de quintales);  carne bovina (SA 0201 y 0202, 3,48 millones de libras);  pollo (SA 0207.10.00 y 0207.31.00, 1,88 millones de libras);  leche (SA 0401, 0402 y 0403, 13,41 millones de litros y 7,76 millones de litros);  frijol (SA 0713.3, 53,1 miles de quintales);  arroz (SA1006.10.90 y 1006.30.00, 109,6 miles de quintales, y 107,10 miles de quintales);  sorgo (SA 1007.00.90, 138 miles de quintales);  aceite (SA 1507, 1511 y 1512.2, 1,89 millones de litros);  y azúcar (SA 1701, 48,3 toneladas cortas).  Nicaragua ha notificado a la OMC que sólo aplica contingentes a la leche y al arroz.  Estos contingentes fueron de 10,18 millones de litros para la leche en 2010 y 106,55 miles de quintales en el caso del arroz.
  Para todas las importaciones que se realizan de los demás productos pasibles de estar sujetos a contingente, se aplica el arancel vigente, que está por debajo de los niveles consolidados en la Parte I, Sección I B de la Lista XXIX de Nicaragua, por lo cual los contingentes no son operativos.

iii) Pesca

27. La contribución de la pesca y la acuicultura al PIB nicaragüense fue del 1,9 por ciento en 2010, aunque el potencial pesquero es mucho mayor, dado que Nicaragua tiene costas tanto en el Océano Pacífico como en el Caribe, aparte de lagos y que el agua representa el 7,8 por ciento de su superficie total.  El camarón (de cultivo y marino) representó un 69,2 por ciento de la producción pesquera en 2010, seguido del pescado (17,6 por ciento) y la langosta (13,2 por ciento).  El promedio de los aranceles NMF aplicados a la pesca es del 11,6 por ciento, con tipos de hasta el 15 por ciento, principalmente para los peces vivos.  
28. Las exportaciones de productos pesqueros totalizaron los 124,4 millones de dólares EE.UU. en 2011, de los cuales 78,9 millones correspondieron a camarones, principalmente de cultivo, y el resto a langostas y pescados frescos y otros productos.
29. La formulación e implementación de la política pesquera es responsabilidad del Instituto Nicaragüense de la Pesca y Acuicultura (INPESCA), el cual también es el ente encargado de conceder los permisos de pesca y explotación.  INPESCA fue creado en 2007, mediante la Ley No 612 de 2007, Ley de Reforma y Adición a la Ley No 290 Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo, como un ente autónomo descentralizado bajo la rectoría sectorial de la Presidencia de la República.  INPESCA absorbió las facultades que ostentaban la Administración Nacional de Pesca y Acuicultura y la Dirección General de Recursos Naturales ambas del MIFIC en materia de pesca y acuicultura.

30. La Ley No 489 de 2004, Ley de Pesca y Acuicultura, publicada en La Gaceta No 251 de 
27 de diciembre de 2004, regula el sector pesquero.  La Ley de Pesca establece dos modalidades de pesca:  industrial y pesca artesanal.  La pesca artesanal o de pequeña escala queda reservada exclusivamente para que la realicen los nicaragüenses.  La Ley dispone, asimismo, que la totalidad de la producción pesquera y de acuicultura con fines de exportación, debe ser procesada en plantas autorizadas e instaladas en el territorio nicaragüense;  el MIFIC está autorizado a emitir permisos especiales para comercializar o exportar aquella producción que por limitaciones en la capacidad de las plantas no pudiera ser procesada en Nicaragua.  
31. Para los derechos de acceso a la actividad pesquera comercial, la Ley establece dos regímenes:  de libre acceso y de acceso limitado.  El sistema de libre acceso permite la libre entrada a los pescadores para la explotación de los recursos hidrobiológicos explotados o subexplotados.  El sistema de acceso limitado, restringe el acceso al aprovechamiento en aquellas pesquerías en plena explotación, para controlar la mortalidad por pesca, mediante la definición de una Cuota Global Anual de Captura por cada unidad de pesquería y el control del esfuerzo, de pesca estableciendo un número permisible de embarcaciones.  La Cuota Global Anual de Captura se determina sobre la base de las capturas consideradas biológicamente aceptables, y varía anualmente.
32. Las licencias de pesca se emiten por Acuerdo Ministerial del Ministro del MIFIC, una vez aprobada la Cuota Global Anual de Captura y tienen una vigencia de cinco años renovables.  Las solicitudes de renovación deben ser presentadas dos meses antes de su vencimiento.  Los solicitantes de licencias de pesca, que no sean propietarios de las embarcaciones para las cuales solicitan licencia, o que no posean contrato de arriendo, deben otorgar una garantía en efectivo equivalente en córdobas a 10.000 dólares EE.UU. por cada licencia solicitada.  En caso de otorgarse la licencia correspondiente, y si dentro del plazo de tres meses no ha sido realizado el correspondiente desembarque de producto, dicho monto de garantía pasará definitivamente a favor del Fondo de Desarrollo Pesquero (ver infra).
33. Para el ejercicio de la actividad de la pesca artesanal, se debe obtener un permiso de pesca artesanal con vigencia de cinco años por embarcación y un carnet del pescador artesanal que lo identifique como tal, otorgado por el MIFIC.

34. La acuicultura comercial y científica puede ser realizada por cualquier persona natural o jurídica nacional o extranjera.  El ejercicio de esta actividad requiere obtener una concesión de acuicultura del INPESCA sobre un área superficial exclusiva, medida en hectáreas.  La concesión de acuicultura se otorga por Acuerdo Ministerial del MIFIC y tiene una duración de 20 años renovables por períodos de 10 años.
  No se otorgan concesiones provisionales.  La aprobación está sujeta a la realización de un Estudio de Impacto Ambiental, y la obtención de un Permiso Ambiental otorgado por el MARENA.  Los concesionarios de acuicultura tienen un plazo de 12 meses para iniciar operaciones.  En caso contrario se cancelará la concesión otorgada.
35. La Ley dispone que la flota pesquera de bandera nacional sea regulada por el MIFIC, en lo que respecta a la cantidad, condiciones y capacidad del personal a bordo, el cual deberá ser al menos un 90 por ciento nacional.  Los capitanes de naves deberán ser de nacionalidad nicaragüense.  La Ley de Pesca estipula que el aprovechamiento de los recursos pesqueros por embarcaciones de bandera extranjera se realice conforme a las condiciones y limitaciones establecidas en los acuerdos y tratados internacionales ratificados por Nicaragua.  Se autoriza expresamente a los buques de pabellón extranjero cuando se trate de realizar pesca científica y pesca deportiva.  Para la pesca comercial de recursos de libre acceso debe obtenerse una licencia del INPESCA.
  La Ley dispone que, en ningún caso se autorice la pesca comercial de recursos de acceso limitado (en el caso de la langosta y el camarón se establece una cuota anual).  La Ley también prevé que la licencia especial puede otorgarse a embarcaciones que enarbolen el pabellón nacional o a embarcaciones con bandera extranjera que hayan sido fletados o arrendados con o sin opción a compra en las que participen personas naturales o jurídicas nicaragüenses o a empresas nacionales con participación extranjera.  Asimismo, la Ley estipula que se exoneran hasta el 30 de junio de 2010 las importaciones y enajenaciones de materias primas, bienes intermedios y bienes de capital destinados a la pesca artesanal y la acuicultura artesanal. 

36. El subsector de la pesca y acuicultura es controlado principalmente mediante una serie de licencias, trámites y cuotas.  Entre las licencias a la pesca se incluyen:  1.381 hectáreas de terrenos salitrosos en el Estero Padre Ramos y 20.362.72 hectáreas en el Estero Real.  En el marco del sistema de cuotas globales anuales de captura, actualmente se tienen las siguientes:  langosta (2,7 millones de libras de colas), camarón-Caribe (3,8 millones de libras de colas), camarón-Pacífico bajo régimen de pesca centinela ya que se encuentra de veda parcial y atún (5.300 metros cúbicos).  Para el pescado objeto de pesca comercial no se establece cuota por ser considerado un recurso de libre acceso y se regula por medio de tallas mínimas de captura.
37. Nicaragua mantiene una prohibición de exportación de langostas en su fase reproductiva o langosta frezada (con huevos), enchapadas (con espermateca) o en muda y los camarones estuarinos en etapa larvaria o juvenil.  Igualmente está prohibido permanentemente capturar, procesar, almacenar y comercializar langosta que se encuentre en su fase reproductiva o langosta frezada (con huevo) enchapadas (con espermateca) o en muda (caparazón blando).  Un período de veda de cuatro meses (cada año) está establecido a nivel regional. 
38. La Ley de Pesca creó el Fondo de Desarrollo Pesquero a partir de los ingresos por los pagos de derechos de vigencia y aprovechamiento provenientes de las licencias, permisos y concesiones, multas y aportes de cualquier otra entidad nacional o internacional.  El Fondo está destinado para ejecutar actividades y proyectos de ordenamiento, fomento, investigación, seguimiento, vigilancia y control del sector pesquero y acuicultura.  El Fondo de Desarrollo Pesquero está administrado por un Comité regulador integrado por el MIFIC, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el MARENA y un representante de cada uno de los Consejos Regionales de las Regiones Autónomas del Atlántico. 

iv) Silvicultura

39. En 2010, la silvicultura representó el 1,0 por ciento del PIB de Nicaragua.  Nicaragua cuenta con una superficie de 5,6 millones de bosques (44 por ciento de sus suelos), y otros 3,5 millones de hectáreas son tierras con vocación agrosilvopastoril.

40. El MAGFOR tiene el mandato de formular y evaluar la política forestal, y de dar seguimiento y analizar el comportamiento de la actividad de silvicultura, proponiendo medidas, mecanismos y regulaciones.  El MAGFOR también preside el Comité Regulador del Fondo Nacional de Desarrollo Forestal (FONADEFO).  El Fondo fue creado con el objeto de captar y administrar recursos financieros para el desarrollo y financiamiento de programas y proyectos forestales, agroforestales y el desarrollo del mercado de Pagos por Servicios Ambientales vinculados al bosque que se enmarquen en los objetivos de fomento de la Ley Forestal No 462 (ver infra).
  El FONADEFO adjudica recursos financieros reembolsables a proyectos de inversión forestales y/o iniciativas de manejo sostenible de ecosistemas forestales y agroforestales, dando prioridad a los pequeños y medianos productores.  En el período 2006-2011 del FONADEFO asignó recursos por un total de C$35,3 millones (1,5 millones de dólares EE.UU.) 
41. La actividad de silvicultura está sujeta al pago de un impuesto del 6 por ciento por aprovechamiento del bosque natural.  Este impuesto se calcula en base a unos precios de referencia elaborados anualmente por el MAGFOR.  Los aranceles NMF para los productos de la silvicultura arrojan un promedio del 1,8 por ciento con tipos de hasta el 15 por ciento.
42. El Decreto Presidencial No 69-2008 aprobó la Política Nacional de Desarrollo Sostenible del Sector Forestal de Nicaragua, encaminada a:  la actualización del marco jurídico forestal, así como de los incentivos fiscales para el sector, con especial atención a los pequeños y medianos productores forestales, a fomentar la integración de la cadena de valor;  y a la formulación e implementación de mecanismos de financiamiento para el sector forestal, como el desarrollo de mercados de Pagos por Servicios Ambientales.  La Política también se ocupa de la capitalización del FONADEFO y del Fondo Nacional del Ambiente.

43. El sector forestal está regulado principalmente por la Ley No 462, Ley de Conservación, Fomento y Desarrollo Sostenible del Sector Forestal, La Gaceta No 168, de 
4 de septiembre de 2003 y su Reglamento General No 73-2003 publicado en La Gaceta No 208 de 
3 de noviembre de 2003.  Dicha Ley especifica que las tierras forestales nacionales estarán sujetas a concesiones o contratos de explotación racional, y establece la Comisión Nacional Forestal, de tiempo que concede un número de incentivos fiscales.  Se establecen como incentivos fiscales especiales para el sector, los siguientes:  i) para aquellas plantaciones registradas durante los primeros 10 años de vigencia de la Ley, la exoneración del pago del 50 por ciento del Impuesto Municipal sobre Venta y del 50 por ciento sobre las utilidades derivadas del aprovechamiento;  ii) exoneración del pago del Impuesto de Bienes Inmuebles a las áreas de las propiedades en donde se establezcan plantaciones forestales y a las áreas donde se realice manejo forestal mediante un Plan de Manejo Forestal, durante los primeros10 años de vigencia de la Ley;  iii) deducción como gasto para fines del Impuesto sobre la renta del 50 por ciento del monto invertido en plantaciones forestales;  iv) exoneración del pago de aranceles a la importación de maquinaria, equipos y accesorios para las empresas transformadoras, excluyendo los aserríos, que mejoren su nivel tecnológico en el procesamiento de la madera;  v) prioridad en la contratación pública para la adquisición de bienes elaborados con madera que cuenten con el certificado forestal del Instituto Nacional Forestal (INAFOR);  se les puede reconocer un margen de preferencia de hasta un 5 por ciento dentro de la licitación o concurso de compras.
44. De acuerdo con el Decreto No 104-2005, las personas naturales y jurídicas podrán deducir hasta un 100 por ciento del pago del Impuesto sobre la Renta toda inversión destinada a la promoción de reforestación o creación de plantaciones forestales.  Para poder acceder a este beneficio, debe presentarse ante el INAFOR una Iniciativa Forestal, describiendo las inversiones y actividades forestales a ejecutarse, y obtener de este un Aval Forestal.

3) Electricidad
45. Nicaragua cuenta con una capacidad instalada nominal de generación de energía de 1.093,7 MW a nivel del Sistema Interconectado Nacional, con un total nacional de 1.108 MW) y una demanda pico de 571 MW en mayo de 2011.  La generación bruta de energía en 2011 totalizó los 3,82 millones de MWh.
  En 2011, el 66 por ciento de la energía eléctrica de Nicaragua se produjo mediante generadores térmicos alimentados con petróleo;  las demás fuentes de generación fueron:  el bagazo de caña (11,6 por ciento), las centrales hidroeléctricas (9,8 por ciento), las centrales geotérmicas (7,1 por ciento) y fuentes eólicas (5,5 por ciento).  Durante el período objeto de examen, Nicaragua continuó realizando esfuerzos para utilizar de manera más eficiente sus recursos energéticos.  Se busca reducir la dependencia de fuentes externas de energía y utilizar fuentes renovables de energía, para lo cual se están desarrollando proyectos hidroeléctricos, geotérmicos y eólicos.  Para apuntalar lo anterior, se introdujo nueva legislación para regular y promocionar la generación hidroeléctrica y geotérmica (ver infra).  Las autoridades indicaron que su expectativa es lograr que el 50 por ciento de la energía provenga de fuentes renovables en 2013.
46. En 2011, las ventas de energía eléctrica (SIN + sistemas aislados) totalizaron los 2,69 millones de MWh y generaron ingresos por un total de C$10.630 millones.  El precio promedio por KWh fue de C$5,41.

47. La legislación principal con respecto al sector de energía eléctrica se encuentra contenida en el Artículo 105 de la Constitución, que establece la obligación del Estado de promover, facilitar y regular la prestación de los servicios públicos básicos de energía, comunicación, agua, transporte, infraestructura vial, puertos y aeropuertos a la población, en la Ley No 272, Ley de la Industria Eléctrica, publicada en La Gaceta No 74 de 23 de abril de 1998, y en sus reformas;  en la Ley No 443, Ley de Exploración y Explotación de Recursos Geotérmicos, publicada en La Gaceta No 222 de 21 de noviembre de 2002, y en sus reformas
;  en la Ley No 467 de 
9 de julio de 2003, Ley de Promoción al Subsector Hidroeléctrico, publicada en La Gaceta No 169 de 5 de septiembre de 2003 y su reforma, Ley No 531 de 13 de abril de 2005;  en la Ley No 532 para la Promoción de la Generación Eléctrica Renovable, publicada en La Gaceta No 102, de 27 de mayo del 2005;  en la Ley de Estabilidad Energética, Ley No 554, publicada en La Gaceta No 224 de 18 de noviembre de 2005 y sus reformas;  y en el Decreto No 45-2010, de 5 de agosto de 2010, Reglamento de la Ley de Exploración y Explotación de Recursos Geotérmicos, publicado en La Gaceta No 152 de 11 de agosto de 2010. 
48. La formulación e implementación de políticas en el sector de electricidad es responsabilidad del Ministerio de Energía y Minas (MEM).  El MEM es el encargado de conceder licencias definitivas de exploración y transmisión.  La regulación del sector energía está a cargo del Instituto Nicaragüense de Energía (INE), creado en 1979 y regido por el Decreto No 87, de 23 de mayo de 1985, o Ley Orgánica del INE.  El INE es un ente autónomo, con personalidad jurídica, duración indefinida, patrimonio propio y plena capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones. Hasta 1994 el INE funcionó como operador del sector eléctrico del país, ente regulador del sector energético y rector de la política energética nacional, y tenía a su cargo el manejo de los recursos energéticos, tanto nacionales como importados.  A fines de 1994, el Gobierno creó la Empresa Nicaragüense de Electricidad (ENEL), mediante el Decreto Legislativo No 46-94, con el objetivo de generar, transmitir, distribuir y comercializar la energía eléctrica, limitando así las funciones del INE a la formulación de políticas y regulación del sector.  Estas funciones quedaron plenamente definidas con la aprobación de la Ley No 271 de 1998, Ley de Reformas a la Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense de Energía, que le definió al INE las funciones de regulación, supervisión y fiscalización del sector energético y de la aplicación de las políticas energéticas fijadas por la Comisión Nacional de Energía.

49. El INE goza de autonomía administrativa y financiera y se financia, en el caso de la industria eléctrica, mediante un cargo por servicio de regulación de hasta el 1,5 por ciento de la facturación de las actividades que realicen los concesionarios y titulares de licencias de distribución.  El cargo regulatorio es pagado por los consumidores.  El INE también recibe contribuciones por la regulación y fiscalización de las actividades de hidrocarburos, mediante un cargo de hasta 6 centavos de dólar EE.UU. por barril de petróleo o productos derivados vendidos.

50. El INE tiene dentro de sus objetivos el promover la competencia, a fin de propiciar a mediano plazo, costos menores y mejor calidad del servicio al consumidor.  El INE es el ente encargado de aprobar y controlar las tarifas de ventas al consumidor final y servicios conexos (peajes)  También son atributos del INE prevenir y adoptar las medidas necesarias para impedir prácticas restrictivas de la competencia, aplicar sanciones en los casos previstos por las leyes y normativas, y resolver controversias entre los agentes económicos que participan en la industria eléctrica.

51. Hasta 2007, y en conformidad con la Ley de la Industria Eléctrica, la Comisión Nacional de Energía (CNE) tuvo como función principal la formulación de los objetivos, políticas, estrategias y directrices generales de todo el sector energético, así como la de su planificación indicativa.  La CNE era la responsable de la elaboración del Plan Indicativo de Expansión de la Generación.  Con la promulgación de la Ley No 612 Ley de Reforma y Adición a la Ley No 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo, publicada en la Gaceta No 20 de 
29 de enero de 2007, se creó el MEM, como sucesor de la CNE, y como órgano rector del sector energético y minero del país, el cual tiene como una de sus  principales funciones revisar, actualizar y evaluar periódicamente el Plan estratégico y política pública del sector energía, especialmente los aspectos del balance energético, la demanda y la oferta, la conservación de energía, las políticas de precios y subsidios en el servicio eléctrico, las políticas de cobertura de servicio en el país.  El MEM es también ahora el órgano encargado de autorizar licencias provisionales de generación y transmisión, así como concesiones de distribución.  
52. En 2010, el MEM, mediante la Resolución Ministerial No 02-03-2010, resolvió la creación de la Comisión Nacional de Energía y Minas (CNEM) como entidad consultiva, con participación del sector privado y entre sus facultades está revisar de forma periódica los problemas del sector energía y minas y presentar recomendaciones al MEM.  La subcomisión de energía eléctrica de la CNEM analiza de forma específica el sector electricidad.  

53. Desde 1997, cuando el sistema eléctrico dejó de ser propiedad exclusiva del Estado, el sector ha estado abierto a la inversión privada, inclusive la extranjera.  El programa de privatización se implementó principalmente hasta 2002.  Actualmente el Estado mantiene el monopolio en la transmisión de electricidad, pero la generación eléctrica se encuentra principalmente en manos privadas; el sector privado fue responsable del 78,5 por ciento de la generación total de electricidad en 2011.
  El sector público participa por medio de ENEL en las plantas hidroeléctricas Santa Barbara y Centroamérica (ex Hidrogesa), las plantas térmicas Managua y Las Brisas (ex GECSA) y la planta geotérmica Momotombo (ex GEMOSA).  El resto de la generación se origina en las plantas térmicas de cuatro empresas privadas, mediante generación geotérmica en concesión, por cogeneración de dos ingenios azucareros y una serie de pequeñas plantas térmicas que alimentan unos 32 sistemas aislados.  El 98,8 por ciento de la generación se realiza por medio de redes conectadas al SIN, y sólo el 1,2 por ciento mediante sistemas aislados.  

54. La Ley No 583 de 16 de noviembre de 2006, publicada en La Gaceta No 04 de 5 de enero de 2007, o Ley Creadora de la Empresa Nacional de Transmisión Eléctrica (ENATREL), estableció la disolución de la Empresa Nacional de Transmisión Eléctrica, S.A. (ENTRESA), y la creación de ENATREL.  Esta empresa, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Industria Eléctrica, es propiedad del Estado, y es una empresa pública (ente descentralizado) bajo el control de la Presidencia de la República.  La Ley No 583 dispone que ENATREL no pueda ser objeto de privatización, ni de participación de particulares en su patrimonio bajo ninguna modalidad. ENATREL tiene el monopolio de la transmisión y es el ente encargado de operar el Sistema Interconectado Nacional (SIN), y administrar el Mercado Eléctrico Nacional, y todas las actividades relacionadas al Mercado Eléctrico Regional por medio del Centro Nacional de Despacho de Carga.

55. Se otorgan una serie de incentivos para promover el uso de fuentes de energía renovables en la generación de electricidad.  La Ley de Promoción al Subsector Hidroeléctrico y su reforma contienen disposiciones para promover la generación de energía mediante fuentes hidráulicas.  La Ley contiene una serie de incentivos aplicables solamente a nuevos proyectos para la generación hidroeléctrica con embalse o a filo de agua.  Estos incentivos son por 15 años a partir de la fecha de entrada en vigencia de la Ley, independientemente de la fecha de inicio de construcción o de operaciones del proyecto. Los beneficios otorgados incluyen:  a) la exoneración del pago de los derechos arancelarios de importación y del IVA sobre la maquinaria, equipos, materiales e insumos destinados exclusivamente para las labores de pre inversión y para la construcción de la infraestructura requerida para la generación hidroeléctrica y para la construcción de la línea de transmisión necesaria para transportar la energía desde la central hasta el SIN;  b) la exoneración del pago del IR y del pago mínimo definitivo del IR establecido en la Ley No 453, Ley de Equidad Fiscal, por un período máximo de 7 años a partir de la entrada de operación mercantil del proyecto;  c) exoneración de todos los impuestos municipales vigentes durante la construcción del proyecto y por un período máximo de 10 años a partir de la entrada en operación mercantil del proyecto (exoneración del 75 por ciento en los tres primeros años, del 50 por ciento en los siguientes cinco años y del 25 por ciento en los dos últimos años);  d) exoneración del Impuesto de Timbres Fiscales (ITF) que pueda causar la construcción u operación de un proyecto, por un máximo de 10 años;  y e) exoneración de todos los impuestos que pudieran existir por explotación de riquezas naturales.  La Ley también autoriza al MIFIC a otorgar permisos de Aprovechamiento de Agua a personas naturales o jurídicas, públicas o privadas para la generación de energía hidráulica de entre 1 y 5 MW en una cuenca específica y previa consulta con los municipios afectados.
 

56. Nicaragua cuenta con un mercado mayorista de electricidad, que inició su operación en 2000, con un total de nueve agentes, tres de ellos correspondientes a las empresas productoras estatales desmembradas de la antigua ENEL.  El mercado mayorista nicaragüense funciona básicamente como un mercado de contratos, para hacer frente a los compromisos de compra de energía de las distribuidoras, o como mercado de ocasión para compensar entre faltantes y sobrantes de energía.  La asignación de energía eléctrica se realiza mediante contratos bilaterales que deben ser aprobados por el INE y el MEM.  Las actividades del mercado son administradas por ENATREL mediante el Centro Nacional de Despacho de Carga (CNDC).  También se recurre a la importación de electricidad si es necesario para cubrir la demanda.
  Las pérdidas de distribución continúan siendo considerables:  en 2011 totalizaron 729.294,5 MWh para el SIN más los sistemas aislados (a nivel del SIN las pérdidas fueron de 709.785,8 MWh) o el 20,6 por ciento de la generación neta.  Las pérdidas se ubican principalmente en el segmento de distribución.  Sólo un 8 por ciento del total son pérdidas técnicas, el resto son pérdidas comerciales, vinculadas a conexiones ilegales.  Las autoridades indicaron que, en 2011, el costo de las pérdidas se calculaba en 60 millones de dólares EE.UU.  Esta situación se agrava si consideramos las pérdidas de transmisión, las que representaron el 2,14 por ciento de la oferta en 2011.  Se estima que un tercio de las pérdidas son por causas técnicas y dos tercios por causas no técnicas (aquellas relacionadas con las pérdidas comerciales que comprenden los errores administrativos de facturación, calibración de medidores, fraudes y hurtos).
57. Nicaragua participa en el Mercado Regional de Energía Eléctrica de América Central, creado en 1998 mediante el Tratado Marco del Mercado Eléctrico de América, y en el que participan, además de Nicaragua, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Panamá.  El Tratado norma el Mercado Eléctrico Regional (MER) por medio de un órgano regulador centroamericano, denominado Comisión Regional de Interconexión Eléctrica (CRIE), y un Ente Operador Regional (EOR).  Las autoridades indicaron que actualmente las transacciones regionales son prácticamente nulas, produciéndose sólo en algunos casos, en condiciones excepcionales.  También señalaron que, actualmente, Nicaragua dispone de capacidad generadora de contingencia del 30 por ciento.

58. La CRIE es el ente regulador del mercado regional, tiene personalidad jurídica propia y capacidad de derecho público internacional.  La CRIE debe hacer cumplir el Tratado Marco y sus protocolos, así como sus reglamentos y demás instrumentos complementarios, procurar el desarrollo y consolidación del mercado, así como velar por su transparencia y buen funcionamiento, y promover la competencia entre los agentes del mercado.  El MER opera de forma permanente, sea mediante intercambios de corto plazo o mediante contratos de mediano y largo plazo entre los agentes.  Estos pueden ser empresas dedicadas a la generación, transmisión, distribución y comercialización de electricidad, así como grandes consumidores.  Los agentes pueden llevar a cabo libremente la compra y venta de energía eléctrica producida por cualquiera de los generadores de los sistemas eléctricos que lo componen que estén habilitados como agentes.  El Ente Operador Regional (EOR), en coordinación con los entes nacionales, se ocupa del despacho de energía eléctrica.  La administración, construcción y mantenimiento de la red de transmisión es responsabilidad de la Empresa Propietaria de la Red (EPR, también conocida comercialmente como Empresa Propietaria de la Línea de Transmisión Eléctrica S.A.).  La EPR fue constituida en 1998 y opera desde San José, Costa Rica.  

4) Sector manufacturero

59. El sector manufacturero ha ganado peso relativo dentro del PIB durante el período examinado, lo que refleja en parte los efectos beneficiosos de la implementación del CAFTA-DR, que permitieron un mayor acceso para las exportaciones de productos manufacturados nicaragüenses al mercado de los Estados Unidos.  En 2010, el sector manufacturero contribuyó con el 19,9 por ciento del PIB de Nicaragua, comparado con el 19,1 por ciento de 2006.  Como puede observarse en el cuadro IV.4, más del 50 por ciento (el 52,5 por ciento en 2010) de este sector está constituido por industrias que se ajustan a la definición de agricultura de la OMC.
 
Cuadro IV.4
Valor agregado de la industria manufacturera, 2006-2010
(Millones de córdobas de 1994)
	Conceptos
	2006
	2007
	2008a
	2009a
	2010b

	Total industrias
	   6.287,1 
	   6.753,3 
	   6,812,4 
	   6.710,2 
	   7.179,3 

	Alimentos, bebidas y tabaco
	   3,243,5
	   3.470,0 
	   3.573,4 
	   3.623,7 
	   3.770,2 

	   Carnes y pescados
	      539,0 
	      594,0 
	      634,0 
	      680,3 
	      733,3 

	  Azúcar
	      488,4 
	      567,7 
	      542,2 
	      562,0 
	      605,9 

	  Lácteos
	      401,6 
	      475,6 
	      531,2 
	      558,0 
	      610,4 

	  Otros alimentos de origen industrial
	     963,4
	      919,0 
	      942,0 
	      924,8 
	      947,9 

	  Bebidas
	      804,9 
	      866,9 
	      880,5 
	      857,1 
	      830,2 

	Cuadro IV.4 (continuación)

	  Tabaco
	       46,3 
	        46,9 
	       43,4 
	       41,7 
	       42,5 

	Textiles, prendas de vestir y cuero
	   1.774,1 
	   2.020,4 
	   2.000,2 
	   1.880,2 
	   2.218,6 

	Productos de madera, muebles y análogos
	      339,8 
	      331,6 
	      321,6 
	      305,6 
	      294,1 

	Productos de papel, impresos y análogos
	      105,0 
	      105,0 
	      106,5 
	      100,1 
	      100,1 

	Productos de petróleo refinado
	      168,6 
	      161,2 
	      146,2 
	      166,0 
	      169,3 

	Químicos, plástico y caucho
	      200,3 
	      213,0 
	      209,8 
	      212,9 
	      212,9 

	Productos no metálicos, incluyendo vidrios
	      316,0 
	      306,8 
	      305,5 
	      272,5 
	      262,6 

	Productos metálicos básicos y elaborados
	      110,3 
	      118,7 
	      122,2 
	      122,2 
	      124,2 

	Maquinaria y equipo
	       29,5 
	        26,7 
	       27,0 
	       27,0 
	       27,3 


a
Preliminar.

b
Estimado. 
Fuente:
Calculado a partir de datos del Banco Central de Nicaragua.

60. El promedio de los aranceles NMF aplicados a los productos manufacturados (división principal 3 de segunda revisión de la CIIU) es del 6,1 por ciento, con tipos comprendidos entre el 0 y 170 por ciento.
  El promedio de los productos no agropecuarios (definición OMC es del 5,2 por ciento).  La protección arancelaria es mayor al promedio para:  el vestido (14,8 por ciento);  los textiles (8,1 por ciento);  el cuero, caucho, calzado y artículos de viaje (7,3 por ciento);  la madera, pasta de madera, papel y muebles (6,2 por ciento);  y el equipo de transporte (6,1 por ciento).  El nivel arancelario es inferior al promedio para:  los productos minerales y metales (3,4 por ciento);  los productos químicos y productos fotográficos (2,5 por ciento);  la maquinaria no eléctrica (1,5 por ciento);  y la maquinaria eléctrica (3,6 por ciento).
61. Las exportaciones de manufacturas totalizaron 1.111 millones de dólares EE.UU. en 2011, de los cuales 879 millones de dólares EE.UU. fueron productos alimenticios, particularmente carne (427 millones) y azúcar (156 millones).  Los principales productos manufacturados no alimenticios exportados por Nicaragua en 2011 fueron:  bebidas y rones (29,5 millones de dólares EE.UU.);  productos químicos (27,9 millones de dólares EE.UU.);  cueros y calzados (18,6 millones de dólares EE.UU.);  productos refinados del petróleo (15,2 millones de dólares EE.UU.);  y productos de tabaco (11,9 millones de dólares EE.UU.).  
5) Servicios

i) Características principales

62. Los servicios son el sector más importante en cuanto a su contribución al PIB (58,4 por ciento en 2010) y al empleo (55,8 por ciento en 2010).
  El comercio es la actividad principal en el sector de los servicios en Nicaragua;  otras actividades importantes son: servicios gubernamentales, transporte y comunicaciones y servicios personales y empresariales (cuadro IV.5).  Nicaragua es un importador neto de servicios, con exportaciones totales de 471,5 millones de dólares EE.UU. en 2010 e importaciones por un total de 693,7 millones, con un déficit de alrededor de 222,2 millones de dólares EE.UU.
 
Cuadro IV.5
Servicios y gobierno general, 2010
	
	Participación en el PIB
(%)

	Servicios:
	58,4

	 Personales y empresarialesa
	7,4

	  Propiedad de vivienda
	6,4

	  Transporte y comunicaciones
	8,0

	  Comercio, hoteles y restaurantes
	16,6

	  Intermediación financiera y conexos
	3,4

	  Electricidad, agua y alcantarillado
	2,3

	  Construcción 
	2,4

	Gobierno general
	6,4


a
Incluye educación y salud de mercado, servicios comunitarios, empresariales y domésticos.

Fuente:
Calculado a partir de datos del Banco Central de Nicaragua.

63. En el marco del AGCS, Nicaragua asumió compromisos en cinco de los 12 sectores de servicios.  Estos sectores son: los servicios prestados a las empresas;  los servicios de comunicaciones;  los servicios financieros;  los servicios de turismo y los servicios relacionados con los viajes;  y los servicios de transporte.
  Nicaragua contrajo la mayor parte de sus compromisos de acceso a los mercados en los modos 3 (presencia comercial) y 1 (comercio transfronterizo), y no asumió compromiso alguno (aparte de los compromisos horizontales) en el modo 4 (presencia de personas físicas).  Con respecto a los subsectores respecto de los que Nicaragua asumió compromisos, éstos fueron generalmente más amplios en el caso de los servicios de comunicaciones y transporte, y lo fueron menos en el de los servicios informáticos y servicios conexos.  Nicaragua no asumió compromiso alguno en subsectores tales como los servicios jurídicos;  servicios de contabilidad;  servicios de arquitectura;  servicios de ingeniería;  servicios de publicidad;  servicios de construcción; servicios de distribución, excepto la de energía;  servicios de enseñanza;  o servicios sociales y de salud.  
64. Nicaragua hizo constar una exención del trato NMF en relación con los servicios financieros, según el artículo II del AGCS, para dar cumplimiento a sus obligaciones en el MCCA.
  Nicaragua participó en las Negociaciones sobre Servicios Financieros de la OMC;  el Quinto Protocolo anexo al AGCS entró en vigor el 21 de septiembre de 1999.
  Nicaragua mantuvo una condición de observador en las negociaciones de la OMC sobre servicios de telecomunicaciones básicas.  En agosto de 2005 Nicaragua presentó su oferta inicial en las negociaciones en curso sobre servicios.

ii) Servicios financieros

65. Los servicios de intermediación financiera y conexos representaron el 3,4 por ciento del PIB de Nicaragua en 2010, nivel similar al señalado en el examen anterior para 2004 (3,3 por ciento).  En 2010, el 3,1 por ciento de la fuerza de trabajo estaba empleada en establecimientos financieros y seguros.
  Las instituciones financieras nicaragüenses han enfrentado la crisis financiera global de forma relativamente satisfactoria, debido a sus altos niveles de capitalización.
66. La Superintendencia de Bancos y de Otras Instituciones Financieras (SIBOIF), creada mediante la Ley No 125 de 1991, y actualmente regida por la Ley No 316 de 1999, "Ley de la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras", es la entidad encargada de la regulación del sistema financiero.
  La SIBOIF reglamenta y/o supervisa y concede las licencias de actividad de bancos, sociedades financieras no bancarias, compañías de seguros, almacenes generales de depósitos, la Bolsa de Valores de Nicaragua (BVDN), puestos de bolsa y sociedades administradoras de fondos de inversión y titularización.  La SIBOIF, que es una institución autónoma del Estado, tiene plena capacidad jurídica para adquirir derechos y contraer obligaciones.
  La SIBOIF está compuesta de cuatro Intendencias, cada una de las cuales supervisa su respectiva área de actividad:  la Intendencia de Bancos, la Intendencia de Seguros, la Intendencia de Valores, y la Intendencia de Almacenes.
a)
Servicios bancarios

67. Operan actualmente en Nicaragua seis bancos comerciales (Banco Citibank de Nicaragua S.A. (CITIBANK);  Banco de América Central S.A. (BAC);  Banco de Finanzas S.A. (BDF);  Banco de la Producción S.A. (BANPRO);  Banco La Fise Bancentro, S.A. (BANCENTRO);  y Banco Procredit S.A. - (PROCREDIT));  un banco de fomento, Banco de Fomento a la Producción (Banco PRODUZCAMOS);  y tres sociedades financieras (Financiera Arrendadora Centroamericana S.A. (FINARCA); Financiera Fama S.A. (FAMA); Financiera Finca Nicaragua, S.A. (FINCANICARAGUA)).  En febrero de 2012, un banco se encontraba en liquidación (Banco del Éxito, S. A. (BANEX)).  Operan, además, seis oficinas de representación de bancos extranjeros, de ocho autorizadas:  Banco de Desarrollo Económico y Social de Venezuela (BANDES);  Banco HSBC Salvadoreño, S.A.;  Banco Internacional de Costa Rica, S.A. (BICSA);  HSBC Bank (Panama), S.A.;  Laad Américas, N.V. (LAAD AMERICAS);  y Towerbank International Inc. (TOWERBANK)).

68. El sistema financiero (bancos y financieras) reportó en el cuarto trimestre de 2011, un total de 319 sucursales y ventanillas, las que representan un incremento de 31 respecto a diciembre 2010.  De todas las oficinas existentes, el 44,8 por ciento se radicaron en Managua.  A la misma fecha, el sistema financiero contó con 8.020 empleados.  Al cierre del mes de diciembre de 2011, los activos totales de los bancos comerciales sumaron C$105.315,9 millones, lo que representa un aumento del 14,9 por ciento respecto a los activos totales de diciembre de 2010.  De los activos, a diciembre 2011, un 20,3 por ciento son inversiones y un 49,4 por ciento créditos brutos.  Adicionalmente, el Banco PRODUZCAMOS presenta un total de activos por C$3.233,9 millones.  A diciembre de 2011, la cartera de créditos bruta se situó en C$53.296,8 millones, un incremento del 15,3 por ciento respecto a diciembre de 2010.  Por destino económico, a la misma fecha, los créditos se distribuyeron de la siguiente manera:  actividad comercial, 35,4 por ciento;  consumo, 22,1 por ciento (personales, extrafinanciamientos y tarjetas de crédito);  sector agrícola, 13,2 por ciento;  actividades industriales, 12,9 por ciento.
69. El nivel de capitalización del sistema financiero a diciembre de 2011 era adecuado, con un índice de adecuación de capital del 14,7 por ciento, frente a un mínimo requerido del 10 por ciento.  El sistema financiero cuenta con una suficiencia patrimonial que le permite cubrir sus activos hasta en el 225 por ciento.  Los créditos clasificados en la categoría A, la de mayor calidad, aumentaron su participación en 2011, al pasar del 85,7 por ciento en diciembre de 2010 al 89,8 por ciento al mismo mes de 2011.  En diciembre de 2011, sólo el 4,2 por ciento de la cartera de crédito se encontraba en las tres categorías más bajas (C, D y E), porcentaje inferior al 9,1 por ciento de diciembre de 2010.  El índice de mora a diciembre de 2011 fue del 2,3 por ciento, comparado con el 3 por ciento en diciembre de 2010.  El nivel de cobertura de las provisiones sobre la cartera bruta fue del 3,5 por ciento, mientras que el nivel de cobertura de provisiones sobre la cartera improductiva fue del 156,1 por ciento.  La Rentabilidad sobre Activos (ROA) fue del 1,7 por ciento a diciembre de 2011 (1 por ciento en diciembre de 2010) y la Rentabilidad Patrimonial (ROE) del 18,1 por ciento (10,8 por ciento en diciembre de 2010).

70. Las principales leyes que norman el sistema bancario nicaragüense son:  la Ley Orgánica del Banco Central de Nicaragua (Ley No 732, La Gaceta, Diario Oficial No 148 y 149, de 5 y 6 de agosto de 2010);  la Ley de la Superintendencia de Bancos y de Otras Instituciones Financieras (Ley No 316, La Gaceta, Diario Oficial No 196 de 14 de octubre de 1999 y sus Reformas Leyes No 552, 564 y 576);  la Ley del Sistema de Garantía de Depósitos (Ley No 551, La Gaceta, Diario Oficial No 168, de 
30 de agosto de 2005 y su Reforma Ley No 563);  y la Ley General de Bancos, Instituciones Financieras no Bancarias y Grupos Financieros (Ley No 561, La Gaceta, Diario Oficial No 232 de 30 de noviembre de 2005).  Otras leyes y normas financieras de importancia son la Ley de Promoción y Ordenamiento del Uso de la Tarjeta de Crédito (Ley No 515, La Gaceta, Diario Oficial No 11 de 17 de enero de 2005);  la Ley de Mercado de Capitales (Ley No 587, La Gaceta, Diario Oficial No 222 de 15 de noviembre de 2006);  y las Normas Financieras del BCN con reformas incorporadas (Normas Financieras Publicadas en La Gaceta, Diario Oficial No 159, 160, 161 y 162 del 21, 22, 23 y 24 de agosto de 2007, respectivamente).  Otras normas del sector financiero incluyen la Ley No 733, Ley General de Seguros, Reaseguros y Fianzas, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No en 162, 163 y 164, de 25, 26 y 27 de agosto de 2010, respectivamente;  y la Ley No 734, Ley de Almacenes Generales de Depósitos, publicada en La Gaceta, Diario Oficial  No 201 y 2002, de 21 y 
22 de octubre de 2010, respectivamente.
71. La Ley No 561, Ley General de Bancos, Instituciones Financieras no Bancarias y Grupos Financieros (Ley General de Bancos), en vigor desde fines de 2005, tiene como principales objetivos contar con el marco jurídico adecuado para garantizar la seguridad jurídica de depositantes e inversionistas, nacionales y extranjeros.  La Ley fue diseñada con el fin de facilitar la supervisión de la SIBOIF basada en el riesgo, crear el marco jurídico para la implementación de Basilea II, y concentrar los recursos de la SIBOIF en la supervisión de los bancos y sociedades financieras.  La Ley No 561 introdujo requisitos más estrictos en cuanto a solvencia e integridad para el ingreso a la industria bancaria y redefinió los requisitos de solvencia para proporcionar una mejor cobertura contra la materialización del riesgo, al incluir los activos de riesgo nacionales (ver infra).  Mediante la Ley General de Bancos y la Ley del Sistema de Garantía de los Depósitos trasladaron los procesos de intervención y liquidación al Fondo de Garantía de los Depósitos (FOGADE).
  La Ley General de Bancos contiene también disposiciones para la organización de los grupos financieros y la supervisión consolidada de los mismos. 
72. Durante el periodo objeto de examen se introdujeron normas para reformar el funcionamiento del Banco Central de Nicaragua (BCN), entre las principales está la Ley Orgánica del Banco Central de Nicaragua, Ley No 732 de 14 de julio de 2010, publicada en las Gacetas No 148 y 149 de 5 y 6 de agosto de 2010.

73. Según lo dispuesto por la Ley No 551, los depósitos de los ahorristas están garantizados hasta 10.000 dólares EE.UU. por depositante, incluyendo principal e intereses devengados hasta la fecha del inicio del procedimiento de restitución, por medio del Sistema de Garantía de Depósitos de las Instituciones Financieras, administrado por el FOGADE.
  Esta entidad fue creada mediante la Ley No 371, Ley de Garantía de Depósitos en Instituciones del Sistema Financiero, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, No 21 de 30 de enero de 2001, derogada luego por la Ley No 551, Ley del Sistema de Garantía de Depósitos, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, No 168 de 30 de agosto de 2005, y reformada por medio de la Ley No 563, Ley de Reforma a la Ley No 551, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, No 229 de 25 de noviembre de 2005.  El FOGADE es una entidad de derecho público, con personalidad jurídica propia y plena autonomía funcional, presupuestaria y administrativa, de duración indefinida, que tiene el carácter de asegurador exclusivo de los depósitos que el público mantiene en las entidades miembros de dicho fondo.  Su labor es contribuir a mantener la estabilidad y confianza en el Sistema Financiero Nacional, en colaboración con otras instituciones de la red de seguridad financiera como el BCN y la SIBOIF.  El FOGADE es miembro de la Asociación Internacional de Aseguradores de Depósitos (IADI), domiciliada en el Banco de Pagos Internacionales en Basilea, Suiza.

74. El FOGADE tiene como función garantizar la restitución de los depósitos de las personas naturales y/o jurídicas, así como ejecutar los procesos de intervención y supervisar la liquidación forzosa de instituciones miembros del Sistema de Garantía de Depósitos.  El FOGADE se financia en buena parte con las primas aportadas por los bancos y otras instituciones miembros del Sistema.  Al constituirse, las instituciones financieras deben abonar una cuota inicial equivalente al 0,5 por ciento del capital social mínimo establecido por la Ley General de Bancos.  Adicionalmente, las instituciones financieras deben abonar una prima anual pagada mensualmente.  Para la fijación de estas primas, se toma como base el saldo promedio mensual al cierre del ejercicio anterior de los depósitos que presente el pasivo del balance de cada entidad del Sistema de Garantía de Depósitos, y se aplica al valor resultante un porcentaje fijo del 0,25 por ciento, según lo dispuesto por la Ley No 563.  Se adiciona a esta prima, un diferencial dentro del rango del 0 al 0,10 por ciento, de acuerdo con el nivel de riesgo de cada institución, determinado por la SIBOIF.
  El FOGADE también capta recursos mediante la emisión de bonos del FOGADE en los mercados de capitales;  dichos bonos cuentan con la garantía del Estado, de conformidad con la Ley No 477, Ley General de Deuda Pública publicada en La Gaceta, Diario Oficial No 236, del 12 de diciembre de 2003.

75. Las autoridades consideran que las reformas realizadas por la Ley General de Bancos y sus modificatorias han fortalecido a la Superintendencia de Bancos en su labor de supervisión, inspección, vigilancia y fiscalización de los Bancos e Instituciones Financieras No Bancarias.  La SIBOIF realiza su labor de supervisión por medio de una metodología basada en riesgos, dando continuidad a la evaluación de la gestión de riesgo de las instituciones financieras.  Esta metodología incorpora las recomendaciones del Comité de Basilea en materia de supervisión bancaria, y su objetivo fundamental es determinar la verdadera calidad financiera y el nivel de riesgo de las entidades financieras reguladas.  La supervisión se concentra en verificaciones de los registros contables y en la detección, evaluación y determinación de los riesgos enfrentados por las instituciones financieras supervisadas y su capacidad para manejarlos eficientemente.  Además,  la supervisión se ha enfocado sobretodo en el seguimiento de las condiciones y calidad financiera de las instituciones y el establecimiento de alertas tempranas, mediante la herramienta proporcionada por el Modelo de Análisis Integral de Riesgo (MAR).  

76. En lo relativo a la supervisión consolidada, se persigue evitar el doble o múltiple uso de capitales, así como el riesgo de contagio entre miembros de un grupo financiero.  También se busca asegurar que todos los riesgos en que incurra un grupo financiero, sin importar donde se registren, sean evaluados y controlados sobre una base global protegiendo la integridad del grupo.  Las autoridades han indicado que la supervisión consolidada y transfronteriza se viene materializando a nivel regional, habiéndose suscrito Convenios o Memorandos de entendimiento e intercambio de información con los países miembros del Consejo Centroamericano de Superintendentes de Bancos, de Seguros y de otras Instituciones Financieras a nivel bilateral y más reciente a nivel multilateral.

77. La preocupación por preservar y aumentar la confianza de los depositantes en la seguridad de sus fondos que depositan en las instituciones financieras, llevó a establecer cambios en la Ley del Sistema de Garantía de Depósitos, reformas que se produjeron mediante la Ley No 551 de 
30 de agosto de 2005 y la Ley No 563 de 25 de noviembre de 2005.  Por la primera reforma, entre otros cambios, se fortaleció la Unidad de Gestión y Liquidación de Activos, por la segunda se produjeron cambios en las atribuciones del Consejo Directivo del FOGADE.
78. La Ley de Bancos dispone que todo banco que se organice en Nicaragua debe constituirse y funcionar como sociedad anónima.  Quienes tengan el propósito de establecer un banco deben presentar una solicitud a la SIBOIF, ir acompañada de un estudio de factibilidad económico-financiero en el que deben incluirse consideraciones sobre el mercado, las características de la institución, la actividad proyectada y las condiciones en que ella se desenvolverá de acuerdo con diversos escenarios de contingencia.  Debe, además, efectuarse un depósito en la cuenta corriente de la SIBOIF por valor del 1 por ciento del monto del capital mínimo, para la tramitación de la solicitud.  Este depósito es devuelto una vez que el banco entra en operación;  sin embargo, si la solicitud es denegada, el fisco retiene el 10 por ciento del monto del depósito, y en caso de desistimiento, la retención es del orden del 50 por ciento del depósito.  Adicionalmente, cada uno de los accionistas con un porcentaje igual o mayor al 5 por ciento del capital debe cumplir con ciertos requisitos de solvencia (contar con un patrimonio neto consolidado equivalente a la inversión proyectada) e integridad.  El Superintendente deberá pronunciarse respecto de la solicitud en un plazo de 120 días después de su presentación.

79. Para iniciar sus actividades los bancos deben tener su capital social mínimo totalmente pagado en dinero efectivo;  el 80 por ciento de éste debe mantenerse en depósito a la vista en el Banco Central.  Los bancos extranjeros pueden operar en el país mediante el establecimiento de una sucursal, o como accionistas en bancos constituidos o que se constituyan en Nicaragua.  Para el establecimiento en el país de una sucursal de un banco extranjero, debe certificarse que éste está legalmente constituido en su país de origen y que está autorizado legalmente para establecer sucursales en Nicaragua, de acuerdo con sus estatutos y las leyes de su país.  Deben además presentarse los balances generales, estados de ganancias y pérdidas e informes anuales del banco solicitante de los últimos cinco años.  Los bancos y financieras extranjeras pueden, además, establecer oficinas de representación en Nicaragua, previa autorización del Superintendente.
80. La disolución voluntaria anticipada de un banco requiere de autorización previa del Superintendente de Bancos.  Las fusiones de instituciones financieras requieren también una autorización del Superintendente, el cual debe pronunciarse dentro de los 60 días de presentada la solicitud al respecto.  Cualquier adquisición de acciones por el equivalente o más del 5 por ciento del capital, debe ser autorizada por la SIBOIF;  la autorización se niega solamente cuando no se cumplan con los requisitos de solvencia e integridad mencionados en la Ley General de Bancos.  La adquisición de acciones por un valor menor al 5 por ciento del capital no requiere autorización, pero debe ser notificada a la SIBOIF.
81. Existen además limitaciones a las operaciones activas con partes relacionadas.
  El monto de las operaciones activas realizadas por un banco con todas sus partes relacionadas, incluyendo créditos otorgados por el banco, operaciones de compra de cartera de créditos y obligaciones, y depósitos e inversiones de cualquier naturaleza que mantenga la institución, no podrá exceder de un 30 por ciento de la base de cálculo del capital.

82. El capital social de un banco nacional o la sucursal de un banco extranjero debe ser de mínimo C$270  millones dividido en acciones nominativas e inconvertibles al portador.  Este monto es actualizado por lo menos cada dos años.  El requisito mínimo de capital para las sociedades financieras es de C$50 millones.  Los bancos tienen prohibido invertir en el capital de empresas no bancarias o entidades financieras especiales.

83. Los requisitos de solvencia financiera que se imponen a los bancos son relativamente estrictos y exceden los criterios mínimos de Basilea.  La ley exige que los bancos mantengan un capital requerido, entendido como la relación entre la base de cálculo de capital y los activos de riesgos crediticios y nocionales, de por lo menos el 10 por ciento.
  Los activos de riesgo nocionales se calculan en función de los riesgos de mercado y los riesgos operacionales.  El Superintendente está facultado por ley para, mediante resolución fundada, incrementar el capital requerido de una institución en particular, en casos donde por aspectos metodológicos no pueda aplicarse capital por riesgo operacional aunque la institución esté expuesta a dicho riesgo, o cuando un banco o institución presente en particular altas exposiciones a riesgos de tasa de interés, reputacionales o de cualquier índole inherente a dicha institución.  El techo máximo que el Superintendente podrá establecer en el capital requerido para estos últimos riesgos, será de dos puntos porcentuales por encima del mínimo requerido, es decir, del 12 por ciento. 

84. La Resolución Nº CD-SIBOIF-651-1-OCTU27-2010 de 27 de octubre de 2010 que contiene la Norma sobre Adecuación de Capital reglamenta la Ley General de Bancos en lo relativo a los riesgos crediticios y nocionales.
  La Resolución, incluidas sus reformas, dispone que los activos de riesgo sean ponderados de acuerdo con lo siguiente:  i) con ponderación del cero por ciento de su valor:  dinero en efectivo, depósitos de encaje legal y otros depósitos en el BCN, así como los saldos de efectos en cobro y remesas en tránsito locales;  las inversiones en valores emitidos en moneda nacional o garantizados por el Gobierno Central o el BCN;  los créditos otorgados en moneda nacional al Gobierno Central o el BCN o garantizados por los mismos;  inversiones en valores emitidos por Organismos Multilaterales de Crédito;  los saldos de créditos y operaciones contingentes de terceros, garantizados con valores emitidos en moneda nacional por el Gobierno Central o el BCN;  las inversiones en valores emitidos por terceros, garantizados con valores emitidos en moneda nacional por el Gobierno Central o el BCN y los saldos de los créditos y operaciones contingentes garantizados con depósitos en la misma institución financiera endosados a favor de ésta;  ii) con ponderación del 20 por ciento:  inversiones en valores en moneda extranjera o garantizados por el Gobierno Central o el BCN;  créditos otorgados en moneda extranjera al Gobierno Central o el BCN;  saldos de créditos y operaciones contingentes de terceros, garantizados con valores emitidos en moneda extranjera por el Gobierno Central o el BCN;  cartas de crédito documentarias;  iii) con ponderación del 50 por ciento:  préstamos hipotecarios para vivienda otorgados en moneda nacional;  iv) con ponderación de entre cero y el 150 por ciento:  activos (créditos, depósitos e inversiones), avales, fianzas y demás operaciones contingentes netos de provisiones, depreciaciones y amortizaciones, realizadas con instituciones financieras del país o del exterior;  créditos y operaciones contingentes de terceros garantizados por avales, fianzas y demás operaciones contingentes de instituciones financieras del exterior conforme a la calificación de riesgo de largo plazo del emisor;  las inversiones en valores emitidos por estados o bancos centrales extranjeros de acuerdo con la calificación de riesgo soberano de largo plazo del emisor por las principales Sociedades Calificadoras de Riesgo;  v) con ponderación del 60 por ciento los créditos hipotecarios para vivienda otorgados en moneda extranjera por montos superiores a los 25.000 dólares EE.UU. (50 por ciento los demás);  y vi) con ponderación del 125 por ciento de su valor, los créditos de consumo otorgados en moneda extranjera.

85. Los bancos, inclusive las sucursales de bancos extranjeros, deben constituir una reserva de capital del 15 por ciento de sus utilidades netas.  Cada vez que la reserva de capital de un banco o sucursal de un banco extranjero alcanzare un monto igual al de su capital social pagado o asignado y radicado, el 40 por ciento de dicha reserva de capital se convertirá automáticamente en capital social pagado o asignado, según el caso, emitiéndose, cuando se trate de un banco, nuevas acciones que se distribuirán entre los accionistas existentes, en proporción al capital aportado.
b)
Servicios de seguros 
86. En 2010 el mercado asegurador en Nicaragua alcanzó un ingreso por primas netas de 2.478 millones de córdobas (9,9 por ciento superior a 2009) debido en parte al aumento en el número de seguros de personas, incendio y seguros obligatorios de automóvil.  En 2011, el ingreso por primas netas totalizó 2.765 millones de córdobas.  En abril 2012, operaban cinco empresas aseguradoras en Nicaragua:  Assa Compañía de Seguros, S.A. (ASSA);  el Instituto Nicaragüense de Seguros Y Reaseguros (INISER);  Mapfre Seguros Nicaragua, S.A. (MAPFRE);  Seguros América S.A. (AMERICA);  y Seguros Lafise, S.A. (LAFISE).  Había, además, a la misma fecha, 58 sociedades de corretaje de seguros registradas y 30 corredores de seguros individuales.  A diferencia de lo reportado en el Informe para el examen anterior, el mercado ya no está dominado por INISER.  En los primeros nueve meses de 2011, la parte de INISER en el ingreso total por primas fue del 30,0 por ciento, la de AMERICA del 27,7 por ciento, mientras que la de ASSA fue del 17,7 por ciento y la de LAFISE del 15,6 por ciento y la de MAPFRE del 9,0 por ciento.  

87. Desde 1996, año en que se puso fin al monopolio del sector público, el mercado de los seguros ha estado abierto a la competencia, incluido el establecimiento de empresas extranjeras;  las compañías privadas de seguros pueden participar actualmente en actividades de seguros, reaseguros e inversiones de capital.
  Durante el período objeto de examen, se modificó la legislación en el área de los seguros, mediante la aprobación de la Ley No 733, de 15 de julio de 2010, o Ley General de Seguros, Reaseguros y Fianzas, publicada en la Gaceta No 162, 163 y 164 de 25, 26 y 27 de agosto de 2010.  Esta Ley remplazó a la anterior Ley General de Instituciones de Seguros, Decreto No 1.727 de 1970, reformada por la Ley No 227 de 1996.  De acuerdo con la Ley General de Seguros, para organizarse y funcionar como institución o sociedad de seguros, reaseguros o fianzas, se requiere autorización de la Superintendencia.  Toda institución o sociedad de seguros que se organice en Nicaragua deberá constituirse y funcionar como sociedad anónima con objeto social único, es decir, deberá dedicarse únicamente a la actividad de seguros.
88. La actividad de seguros y reaseguros, así como la de los auxiliares e intermediarios de seguros, está regulada por y sometida a la vigilancia de la SIBOIF.  Existen requisitos mínimos de capital social obligatorio para las sociedades de seguro, que dependen del tipo de actividad.  Para las empresas que operen solamente modalidades de seguros comprendidas en el grupo de seguros patrimoniales y seguros obligatorios, y las que operen solamente modalidades de seguros comprendidas en el grupo de seguros de personas (vida, accidentes personales, salud, seguros previsionales, y rentas), el requisito es de C$40 millones.  Para las empresas que operen las modalidades de seguros comprendidas en el grupo de seguros patrimoniales y obligatorios y también las del grupo de personas, rentas y pensiones, la suma es de C$80 millones.  Cuando operen en la modalidad de fianzas, el requisito es de C$10 millones.  Para las empresas de reaseguros o reafianzamiento, el capital mínimo es una suma equivalente a 1,5 veces los montos establecidos para cada una de las modalidades que opere.  Estos montos deben actualizarse como máximo cada dos años, o cuando una sociedad se encuentre en situación de riesgo.

89. Las sucursales de sociedades de seguros extranjeras establecidas en Nicaragua no necesitan tener junta directiva residente en el país.  Su administración y representación legal estará a cargo de un gerente autorizado, con residencia en el país.  El Superintendente, cuando lo considere necesario, podrá exigir la presencia del funcionario de la sociedad de seguros extranjera encargado de supervisar las actividades de la sucursal o un representante con suficiente poder.
90. Las sociedades de seguro, además de realizar operaciones de seguros, reaseguro y afianzamiento, pueden administrar las sumas que por concepto de utilidades o indemnizaciones les confíen los asegurados o sus beneficiarios y las reservas retenidas a entidades del país y del extranjero, correspondientes a las operaciones de seguro, reaseguro y afianzamiento.  Pueden también efectuar inversiones en el extranjero y otorgar préstamos o créditos.

91. Las operaciones activas realizadas por las sociedades de seguro con sus partes relacionadas, están sujetas a limitaciones.
  El monto de las operaciones activas realizadas por una sociedad de seguros con todas sus partes relacionadas, tanto individualmente consideradas, como en conjunto con aquellas personas naturales o jurídicas que integren con ella una misma unidad de interés por la existencia, directa o indirecta, de vinculaciones significativas o asunción frecuente de riesgos compartidos, no podrá exceder de un 30 por ciento de la base de cálculo del capital.
  También existe la misma limitación del 30 por ciento para los créditos a una misma persona natural o jurídica no relacionada, individualmente considerada o en conjunto con aquellas personas naturales o jurídicas que integren con ella una misma unidad de interés.
92. La Ley dispone que las tarifas de seguros, reaseguros y fianzas, deban ser suficientes para cubrir los riesgos que pretenden asegurar y sean revisadas y aprobadas por el Superintendente de conformidad con las bases técnicas aplicables.

93. Para que una sociedad de seguros pueda celebrar contratos de reaseguro, sea directamente o con la intermediación de un corredor de reaseguro, deberá proporcionar a la SIBOIF la información relacionada a la reaseguradora extranjera.  Las sociedades de seguros nacionales, así como las sucursales de sociedades de seguro extranjeras que operen legalmente en el país, sólo podrán utilizar los servicios de reaseguradoras y corredores de reaseguro del exterior que figuren en el registro de la SIBOIF.  Las reaseguradoras domiciliadas en el país deberán enviar a la SIBOIF los contratos de reaseguro emitidos y los contratos de retrocesión suscritos, los cuales deberán efectuarse en términos de mercado.  La Ley permite que las sociedades de seguros puedan celebrar contratos de reaseguro con reaseguradoras de las que sean filiales, subsidiarias o que pertenecen al mismo grupo financiero.

94. Los intermediarios y auxiliares de seguros están sujetos a la supervisión de la SIBOIF;  para operar en Nicaragua requieren una autorización de la misma, la cual es intransferible.  Deben registrarse en la SIBOIF y actualizar este registro cada tres años.  El marco regulatorio con respecto a los intermediarios de seguros fue actualizado en mayo de 2012.
c)
Mercado de Valores

95. La Ley No 587, Ley de Mercado de Capitales, publicada en la Gaceta No 222 de 
15 de noviembre de 2006, regula los mercados de valores, a las personas naturales y jurídicas que intervengan directa o indirectamente en ellos, los actos o contratos relacionados con dichos mercados y los valores negociados en los mismos.  La Ley No 587 deja establecido que la SIBOIF será el ente encargado de velar por la transparencia de los mercados de valores, la formación correcta de los precios en ellos, la protección de los inversionistas y la difusión de la información necesaria para asegurar la consecución de estos fines.
  De acuerdo con la Ley de Mercado de Capitales, únicamente podrán hacer oferta pública de valores en el país, los sujetos autorizados por la SIBOIF.  
96. Todas las personas naturales o jurídicas que participen directa o indirectamente en los mercados de valores, excepto los inversionistas, así como los actos y contratos referentes a estos mercados y las emisiones de valores de las cuales se vaya a realizar oferta pública, deben inscribirse en el Registro de Valores de la SIBOIF.  No existen limitaciones de nacionalidad.  La información contenida en el Registro es de carácter público.

97. La SIBOIF está facultada por la Ley a adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de regulación, supervisión y fiscalización que le competen.  La SIBOIF puede, además, imponer a las entidades fiscalizadas medidas precautorias y sanciones.  Los proyectos de estatutos y reglamentos de las bolsas de valores, las sociedades de compensación y liquidación, las centrales de valores, las sociedades administradoras de fondos de inversión y titularización y las sociedades calificadoras de riesgo, deben ser aprobados por la SIBOIF antes de su entrada en vigencia.  Además, la SIBOIF deberá pronunciarse sobre las políticas dictadas por otras instituciones, que afecten a los mercados de capitales y coordinarlas con el Poder Ejecutivo.
98. De acuerdo con la Ley, sólo podrán ser objeto de oferta pública en el mercado primario, las emisiones de valores en serie, autorizadas por el Superintendente de conformidad con las normas dictadas por el Consejo Directivo de la SIBOIF.  Se exceptúan de esta disposición las emisiones de valores del Estado y del Banco Central de Nicaragua.  Las emisiones de valores individuales de deuda de las entidades sujetas a la fiscalización de la SIBOIF, pueden también ser objeto de oferta pública, previo registro.  La Ley dispone que los mercados secundarios de valores sean organizados por las bolsas de valores, previa autorización del Consejo Directivo de la SIBOIF, y que en ello únicamente puedan negociarse y ser objeto de oferta pública las emisiones de valores inscritas en el Registro de Valores de la SIBOIF.  Las transacciones con títulos o valores no inscritos en el Registro están permitidas, pero dichos valores no pueden ser objeto de oferta pública.
99. Las bolsas de valores deben constituirse como sociedades anónimas, previa autorización del Consejo Directivo de la SIBOIF.  Su capital social debe estar representado por acciones comunes y nominativas, suscritas y pagadas.  La participación individual de un socio de bolsa en el capital no puede exceder del 20 por ciento del capital total de la sociedad.  Las bolsas de valores deben disponer en todo momento de un capital inicial mínimo, suscrito y pagado en dinero en efectivo, de C$10 millones, suma que puede ser aumentada por el Consejo Directivo de la SIBOIF, o revisada de acuerdo con la variación del tipo de cambio oficial.
100. Las bolsas de valores pueden adoptar la administración que más les convenga, pero deben tener una Junta Directiva con un mínimo de cinco directores propietarios y un Comité Disciplinario, responsable de la aplicación del régimen disciplinario previsto en el reglamento interno de cada bolsa a los puestos y agentes de bolsa.  Las bolsas deben constituir un Fondo de reserva legal con el 15 por ciento de las utilidades netas anuales;  esta obligación cesa cuando el fondo alcance el 40 por ciento del capital social suscrito y pagado.  Las comisiones que los puestos y corredores de bolsa cobran a sus clientes son determinadas libremente, pero las bolsas de valores pueden recomendar niveles mínimos y máximos.
101. Las operaciones que se efectúen en las bolsas de valores deberán ser propuestas y ejecutadas por un puesto de bolsa.  Los puestos de bolsa deben ser personas jurídicas, autorizadas por las bolsas de valores correspondientes, de conformidad con los requisitos establecidos para ser miembros de las mismas.  Los puestos de bolsa deben constituirse como sociedad anónima, con acciones nominativas e inconvertibles al portador, y con un capital mínimo de C$2,5 millones.  Su objeto social debe limitarse a las actividades autorizadas por la Ley de Mercado de Capitales.  Los puestos de bolsa pueden comprar y vender valores en la bolsa por cuenta de sus clientes, o por cuenta propia, así como obtener créditos y otorgar a los clientes créditos, directamente relacionados con operaciones de compra y venta de valores. 
102. La Ley del Mercado de Capitales regula también los Fondos de Inversión, los cuales deben ser manejados por Sociedades Administradoras de Fondos de Inversión.  Estas deben ser sociedades anónimas o sucursales de sociedades extranjeras, cuyo objeto exclusivo sea prestar servicios de administración de fondos de inversión, que dispongan de un capital mínimo pagado de C$2 millones.  Las sociedades administradoras pueden percibir como retribución por administrar fondos de inversión, únicamente una comisión, que debe hacerse constar en el prospecto del fondo y puede cobrarse en función del patrimonio, de los rendimientos del fondo o de ambas variables.  Asimismo, las sociedades administradoras pueden cobrar a los inversionistas una comisión de entrada y salida del fondo, fijada en función de los fondos aportados o retirados.  Las sociedades administradoras de fondos de inversión tienen prohibido:  invertir su capital en los fondos que administran o en valores emitidos por ellas mismas con los recursos de los fondos de inversión que administra;  conceder créditos con dinero del fondo;  y garantizar al inversionista un rendimiento determinado. 
103. Al 31 de diciembre de 2011, operaban cinco puestos de bolsa:  INVERCASA, con una participación total del 30,9 por ciento en los mercados primario y secundario y de reportos;  LAFISEVALORES, con un 25,8 por ciento;  PROVALORES, con un 24,6 por ciento;  INVERNIC, con un 13,1 por ciento;  y BAC Valores, con un 5,6 por ciento.
104. Durante el período examinado, la Bolsa de Valores de Nicaragua (BVDN), creada en 1993, experimentó un rápido crecimiento hasta 2010 y amplió su gama de productos tanto en los mercados primarios como en los secundarios, de opciones y de reportos.
  La BVDN es una institución es una sociedad anónima, de carácter privado, fundada por la mayoría de los bancos privados y estatales, y por grupos empresariales representativos de diferentes sectores de la economía nacional.  La BVDN registra y autoriza las emisiones de valores a negociarse mediante los puestos de bolsa acreditados, desarrolla los mecanismos de negociación de valores, supervisa la ejecución de transacciones de valores regulando el buen fin de las mismas, informa sobre las transacciones que se realizan en su seno y promueve el mercado de valores nicaragüense.  Todas las transacciones se realizan por medio de un sistema de negociación electrónico en el cual todos los puestos de bolsa están conectados a una red informática que administra la BVDN.
 

105. Los servicios especializados de custodia, administración y liquidación de títulos valores, son prestados por la Central Nicaragüense de Valores (CENIVAL), institución financiera organizada como sociedad anónima de carácter privado, fundada en 1997 por la BVDN con este propósito y supervisada por la SIBOIF.  La CENIVAL ha desarrollado sus propios sistemas informáticos, mecánicas de operación y normas regulatorias, y realiza las operaciones de depósito, administración y liquidación de valores mediante sistemas electrónicos.  CENIVAL tiene actualmente convenios con centrales de valores centroamericanas en Panamá (LATINCLEAR), Costa Rica (CEVAL) y El Salvador (CEDEVAL).

106. Los procedimientos de liquidación de transacciones bursátiles están contenidos principalmente en el reglamento interno de la BVDN y de CENIVAL, en el reglamento de reportos, de cesiones de reportos, de opciones y en la Circular BVDN No 4/98.  Para las operaciones de mercado secundario, de reportos y de opciones el puesto de bolsa vendedor deposita antes de la sesión de la BVDN los títulos valores en CENIVAL conforme a los procedimientos establecidos por ésta.  No se puede negociar en Bolsa ningún título valor que no esté previamente depositado en CENIVAL.

107. En 2011 el monto negociado en la BVN fue de C$14.325,3 millones (unos 637,5 millones de dólares EE.UU.), es decir un 23,3 por ciento superior al monto de 2004.
  Este monto es inferior en 19 por ciento al registrado en 2010, pero superior en 30 por ciento al monto de transacciones registrado en 2009.

iii) Telecomunicaciones

108. Desde el anterior examen en 2006, la red de telecomunicaciones de Nicaragua ha continuado desarrollándose, en particular el mercado de telefonía móvil, en el que el número de abonados aumentó de 1,1 millones en 2005 a 3,9 millones en 2010, esto es 67,2 usuarios por cada 100 habitantes.  De estos, casi un 95 por ciento utilizaba la modalidad de prepago.
  En 2009 había alrededor de 252.000 suscriptores de telefonía básica (fija), comparado con 227.000 en 2005, lo que supone una densidad de 4,8 suscriptores por cada 100 habitantes.  En 2008, había 9.000 teléfonos públicos en operación (cuadro IV.6).  Los servicios de comunicaciones (telecomunicaciones y postal) representaron el 3,8 por ciento del PIB en 2010.

Cuadro IV.6

Principales indicadores del sector telecomunicaciones, 2006-2011

	Año
	Telefonía celular
	Densidad telefonía celular
	Teléfonos convencionales
	Densidad teléfonos convencionales
	Conexiones a Internet
	Densidad conexiones a internet
	Proyección poblacional

	2006
	1.617.319
	29,3 
	247.862
	4,5
	23.624
	0.4
	5.521.247

	2007
	2.503.051
	44,8 
	257.588
	4,6
	40.597
	0.7
	5.593.023

	2008
	3.108.854
	54,9 
	254.438
	4,5
	49.833
	0.9
	5.665.733

	2009
	3.344.563
	58,3 
	254.686
	4,4
	102.701
	1.8
	5.739.387

	2010
	3.962.247
	68,1 
	258.325
	4,4
	118.363
	2.0
	5.815.526

	2011
	4.823.534
	81,9 
	287.618
	4,9
	143.400
	2.4
	5.886.475


Fuente:
Información proporcionada por las autoridades.
109. Existen actualmente (desde 2006) dos operadores de telefonía fija:  la Empresa Nicaragüense de Telecomunicaciones (ENITEL) S.A., con participación del Grupo Telmex, y Telefonía Celular de Nicaragua, S.A. (TCN).  Ambas recibieron concesiones por 20 años, la primera de las cuales expira en 2022 y la segunda en 2026.  Estas dos mismas empresas prestan servicios de telefonía celular, con dos tercios y un tercio del mercado, respectivamente.  Las dos empresas recibieron licencias por 20 años, que expiran en los mismos años que las concesiones para el servicio básico.  En 2009, se abrió una licitación para una tercera concesión de telefonía básica unida a una licencia como operador de Internet.  La licitación fue ganada por la empresa Sociedad Yota S.A., que recibió los correspondientes títulos habilitantes.
  Aunque la concesión fue otorgada por 20 años, a septiembre de 2012, Yota no había empezado a prestar el servicio por cuestiones internas a la empresa y por la demanda decreciente por líneas fijas.  Existen además 19 empresas que proporcionan servicios de acceso a Internet, para lo cual han recibido licencias de una duración de 10 años.

110. El Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos (TELCOR), creado mediante el Decreto Ley No 1.053 de 5 de junio de 1982 es el ente regulador de los servicios de telecomunicaciones y servicios postales.  TELCOR es un ente autónomo bajo la rectoría de la Presidencia de la República y tiene como funciones la normalización, regulación, planificación supervisión, aplicación y el control del cumplimiento de las leyes y normas que rigen las telecomunicaciones y los servicios postales.  TELCOR tiene facultades de ministerio y de ente regulador y puede proponer al Presidente cambios legislativos.  Le corresponde también a TELCOR la administración y regulación del espectro de frecuencias radioeléctricas, así como también el otorgamiento de toda concesión, licencia, permiso o certificado de registro a las empresas interesadas en prestar servicios de telecomunicaciones y postales o hacer uso de frecuencias del espectro radioeléctrico.
  TELCOR es el órgano encargado de asegurar el cumplimiento de la normativa vigente en materia de servicios de telecomunicaciones y correos, así como de garantizar el cumplimiento de las metas de calidad y expansión de los servicios autorizados.  Esto lo lleva a cabo mediante distintos mecanismos de supervisión.

111. Las comunicaciones en Nicaragua están calificadas en el Artículo 105 de la Constitución Política como un servicio público básico.  De acuerdo con la Constitución, el Estado detenta la obligación de promover, facilitar y regular la prestación de los servicios que generan las comunicaciones, sin reservarse la prestación de los mismos, sino más bien alentando la participación privada e interviniendo, por ejemplo, para garantizar el acceso universal a dichos servicios.  La Constitución también señala que el Estado vigilará que los medios de comunicación social no sean sometidos a intereses extranjeros o al monopolio económico de algún grupo, y que la ley regulará esta materia.  
112. El proceso de apertura del mercado de las telecomunicaciones ha sido gradual en Nicaragua.  En 1995 se promulgaron dos leyes que empezaron a introducir en mayor medida los principios del mercado y que sentaron la base jurídica para la eventual terminación del monopolio estatal entonces en existencia.
  Se asignaron las funciones de regulación a TELCOR y la provisión de los servicios de telecomunicaciones que prestaba el Estado por medio de TELCOR (como la telefonía básica) fueron asignadas a ENITEL.  Posteriormente, en 1999, se eliminaron las limitaciones a la inversión extranjera en el sector (ver infra).
  Mediante la Ley No 210 de 7 de diciembre de 1995 y sus reformas
, se permitió la venta del 40 por ciento de las acciones de ENITEL a una empresa privada.  La privatización tuvo lugar en 2001y se le dio a ENITEL por Ley una concesión para prestar servicios de telefonía básica con exclusividad hasta abril de 2005.  La apertura total del mercado de las telecomunicaciones se dio al finalizar esta cláusula de exclusividad, con la apertura a la competencia de los servicios de telefonía básica, que incluyen la telefonía local (llamadas dentro de un mismo departamento), la telefonía de larga distancia nacional (llamadas entre dos departamentos) y la telefonía de larga distancia internacional.  
113. La Ley General de Telecomunicaciones y Servicios Postales, Ley No 200 de 21 de julio de 1995, establece el marco general institucional y jurídico que permite la regulación del sector de las telecomunicaciones y faculta a TELCOR a normar, regular, planificar, supervisar, aplicar y controlar el cumplimiento de las normas que rigen las telecomunicaciones y los servicios postales.  La Ley No 326 de 17 de diciembre de 1999 reformó la Ley No 200 para eliminar los límites a la participación de capital extranjero, personas o empresas, en los operadores de telecomunicaciones;  estos límites todavía existen para los medios audiovisuales.  El Decreto Presidencial No 19-96, publicado el 
19 de septiembre de 1996, reformado principalmente por el Decreto No 131-2004, publicado el 5 de enero de 2005, es el Reglamento de la Ley General de Telecomunicaciones y Servicios Postales.  El Reglamento establece los requisitos y procedimientos que deben cumplir los interesados para la obtención de títulos habilitantes, para operar cualquier tipo de servicio de telecomunicaciones o postal.  Adicionalmente, TELCOR, en uso de las facultades regulatorias que le concede la Ley General de Telecomunicaciones y Servicios Postales, ha emitido una serie de reglamentos básicos de aspecto regulatorios sobre los diferentes aspectos del sector de telecomunicaciones.
 
114. El Decreto No 136-2004, Política Sectorial y Lineamientos de Apertura del Mercado de Telecomunicaciones, contiene los principales puntos de la política nicaragüense de telecomunicaciones de los últimos años.  El Decreto reconoce la importancia de la competencia para el desarrollo del sector;  esta "debe ser regulada para asegurar que se obtenga la mayor eficiencia y beneficio posible de ella".  La estrategia prevé de forma específica que no se establecerá límite en el número de concesiones a ser otorgadas para la prestación de servicios públicos de telecomunicaciones, y que se le otorgará a toda persona natural o jurídica que la solicite cuando cumpla satisfactoriamente los requisitos y obligaciones establecidos en el Reglamento de Títulos Habilitantes y no requiera la utilización de un recurso escaso.  También establece una serie de metas de teledensidad nacional para líneas fijas y móviles (35 líneas por cada 100 habitantes para 2009), y servicios de telefonía pública y acceso a Internet.
115. La Ley de Telecomunicaciones clasifica los servicios de telecomunicaciones en cinco categorías de acuerdo con su esencialidad, utilidad e importancia:  i) servicios públicos;  ii) servicios de interés general;  iii) servicios de interés especial;  iv) servicios de interés particular;  y v) servicios no regulados.  
116. Los servicios públicos son aquellos que son esenciales, de utilidad e importancia para la generalidad de los habitantes del país y que deben ofrecerse bajo condiciones específicas de operación y esquema tarifario aprobado por TELCOR.  Se consideran servicios públicos la telefonía básica y los servicios postales.  Los servicios de interés general son aquellos que sin ser servicios públicos esenciales, son ofrecidos al público con libertad en la contratación, pero bajo un esquema tarifario aprobado por TELCOR.  En esta categoría se incluyen los servicios de telefonía celular, la radio, la televisión abierta y la televisión por suscripción, la transmisión de datos y la conmutación de paquetes con independencia del servicio de valor agregado a que se destinen.  Los servicios de interés especial son aquellos que pueden ser ofrecidos por un operador a un número determinado de usuarios de conformidad con las normas jurídicas aplicables.  Los operadores de estos servicios pueden conectarse con la red telefónica pública previo acuerdo con el operador de la misma.  En esta categoría se encuentran la radiolocalización móvil de personas, los servicios de enlaces troncalizados, la radiodeterminación y las estaciones terrenas o telepuertos para comunicaciones por satélite.  
117. Los servicios de interés particular son aquellos establecidos por una persona natural o jurídica para satisfacer sus propias necesidades de comunicación, utilizando redes autorizadas o instalaciones propias.  Estos servicios no pueden ser prestados a terceros, salvo que sean complementarios para el cumplimiento de un objetivo social y deben prestarse por medio de redes privadas de telecomunicaciones, las cuales no pueden ser interconectadas a la red pública telefónica, excepto cuando esto sea autorizado por TELCOR.  Los servicios no regulados son aquellos que por sus características técnicas o económicas se puedan prestar en competencia abierta y no requieren de asignación de frecuencias.  Los servicios de telecomunicaciones de valor agregado como el correo electrónico, el correo de voz, los servicios de información, acceso a bases de datos, y el almacenamiento y envío de facsímil, pertenecen a esta categoría.

118. La operación de los servicios públicos requiere una concesión.  La operación de los servicios de interés general y de interés especial requieren una licencia otorgada por TELCOR cuyas condiciones varían de acuerdo con el tipo de servicio de que se trate.  En el caso de la telefonía celular, que es un servicio de interés general, la ley dispone que su licencia se otorgue mediante un proceso de licitación pública.  Los servicios de interés particular no requieren de licencia, basta generalmente con el registro en TELCOR.  Sin embargo, pueden requerir un permiso cuando a juicio de TELCOR éste sea necesario para vigilar el cumplimiento de restricciones de interconexión de ciertos servicios de redes privadas.  Los servicios no regulados únicamente requieren ser registrados en TELCOR, que sólo podrá negar dicho registro si el servicio pertenece a una categoría distinta.  Se requiere un permiso de TELCOR para el establecimiento de instalaciones que necesiten la asignación de frecuencias radioeléctricas, y que no hayan sido específicamente autorizadas en las concesiones y licencias, así como las de los operadores de redes privadas.  TELCOR puede también otorgar autorizaciones temporales, de emergencia o experimentales, para aquellas operaciones limitadas técnica, económica o geográficamente, que a su juicio no califican para obtener una concesión, licencia o permiso de manera permanente.  El otorgamiento de una concesión o licencia incluye la asignación de las frecuencias radioeléctricas necesarias para la prestación del servicio.

119. De acuerdo con la Ley No 326 las licencias se otorgarán tanto a personas naturales o jurídicas nicaragüenses o extranjeras de acuerdo con lo dispuesto en la misma.  Esta ley modificó a la Ley de Telecomunicaciones No 200 de 1996, que disponía que las licencias sólo se otorgaran a personas naturales o jurídicas nicaragüenses, entendiéndose por persona jurídica nicaragüense, en el caso de sociedades anónimas, aquélla en la que al menos un 51 por ciento del capital social estaba constituido por nacionales nicaragüenses.  Este capital social y sus reformas debían ser reportados a TELCOR.  Los requisitos y condiciones para el otorgamiento de concesiones y licencias serán iguales para todos los solicitantes que ofrezcan el mismo servicio. 
120. La ley dispone que los servicios de telecomunicaciones sean prestados en régimen de libre competencia, aunque admite que puedan ser prestados en régimen de exclusividad o para un número limitado de operadores y por un plazo previamente establecido, cuando por razones tecnológicas o vistas las condiciones de mercado la ley así lo decida.  Los operadores están prohibidos de aprovechar su situación ventajosa frente a otros para introducir prácticas que impidan la libre competencia o den lugar a actos de competencia desleal.  Los operadores de telefonía básica están obligados a dar acceso a tarifas competitivas a la red telefónica a los prestadores de servicio cuyas licencias hayan sido autorizadas por TELCOR. 

121. Los servicios públicos de telecomunicaciones y de telefonía celular están sujetos a control tarifario autorizado por TELCOR en los respectivos contratos de concesión y licencia.  La Ley dispone que la estructura de la tarifa permita recuperar costos de prestación del servicio, más una utilidad razonable.  No se permiten los subsidios cruzados entre los servicios de un mismo prestador de servicios.  En los contratos de concesión y licencias se establecen los métodos para la determinación de los precios que se cobren por la prestación de servicios públicos y de telefonía celular.  Para los demás servicios de telecomunicaciones, los precios y demás condiciones se establecerán por la vía contractual.  Las tarifas de los servicios públicos de telecomunicaciones, telefonía celular y televisión por suscripción, entrarán en vigencia a partir de su publicación en la Gaceta, Diario Oficial.
  Las tarifas en córdobas son reajustadas mediante una fórmula para mantener su valor constante en dólares EE.UU.

122. La Ley No 210 de 7 de diciembre de 1995, Ley de Incorporación de Particulares en la Operación y Ampliación de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones (reformada por la Ley No 293, de 2 de julio de 1998 y la Ley No 389, de 17 de abril de 2001) autorizó la creación de la Empresa Nicaragüense de Telecomunicaciones (ENITEL), como una sociedad anónima por acciones propiedad del Estado, a la que se le concedió operar los servicios públicos de telecomunicaciones que hasta entonces operaba TELCOR.  La Ley y sus reformas autorizaron al Gobierno para vender hasta el 40 por ciento de las acciones de ENITEL, incluyendo el contrato de administración, a una empresa o consorcio de prestigio internacional.  La misma Ley autorizó al Gobierno a vender el 10 por ciento y donar el 1 por ciento de las acciones de ENITEL a los trabajadores y funcionarios de ENITEL, TELCOR y Correos de Nicaragua.  El restante 49 por ciento de las acciones de ENITEL podían ser colocados en Bolsas de Valores o licitados públicamente.  El Estado recibió una acción de control durante el período de exclusividad de tres años.  Para la privatización, la Ley requería que el nuevo accionista tuviera una experiencia no menor de tres años en la operación de servicios de telecomunicaciones, una facturación anual por servicios de telecomunicaciones superior a los 300 millones de dólares EE.UU., un mínimo de 300.000 suscriptores fijos y/o móviles en operación, y un patrimonio no menor a los 200 millones de dólares EE.UU.  Una vez adjudicado el primer 40 por ciento de las acciones de ENITEL, se le concedió a ésta una concesión para prestar telefonía básica por 20 años prorrogables y la exclusividad temporal en toda Nicaragua para la prestación de estos servicios (incluyendo telefonía local, larga distancia nacional e internacional).  La concesión fue publicada en La Gaceta, Diario Oficial en abril de 2002.  La Ley también le concedió a ENITEL una licencia para prestar servicios de telefonía celular a nivel nacional.  ENITEL se comprometió a cumplir con ciertas metas de expansión y modernización de la red, relativas al número de líneas, de teléfonos públicos, densidad telefónica, servicio rural y calidad de servicio, entre otras.  El Gobierno privatizó el restante 60 por ciento de acciones de ENITEL entre 2002 y 2004, vendió el 10 por ciento y donó el 1 por ciento a los trabajadores, y adjudicó en una licitación pública el 49 por ciento restante a una empresa extranjera.

123. Desde la promulgación de la Ley No 200 y su Reglamento está prohibido el monopolio de los servicios postales, excepto para operaciones tales como la correspondencia franqueada, la instalación de buzones, el uso de la palabra correos y la emisión de sellos postales que son exclusividad del Operador Designado, Correos de Nicaragua.  Con la promulgación de la Ley No 758, Ley General de Correos y Servicios Postales de Nicaragua, publicada el 26 y 27 de mayo de 2011, los marcos regulatorios del sector postal y del sector telecomunicaciones son separados.  Esta Ley transformó a Correos de Nicaragua en una entidad de derecho público de carácter estatal, encargada de la prestación del Servicio Postal Universal como Operador Designado y mantuvo a TELCOR como su ente regulador, el que puede otorgar títulos habilitantes a entidades privadas interesadas en la prestación de servicios postales por 10 años.  Las empresas postales extranjeras deben estar establecidas en Nicaragua, conforme lo dispone el Código de Comercio, para poder prestar servicios de telecomunicaciones o postales.  La Ley establece que cualquier diferencia debe resolverse mediante los mecanismos de solución de controversias comerciales existentes y los operadores no podrán recurrir a la vía diplomática en su solución.
124. El Fondo de Inversión en Telecomunicaciones (FITEL) fue creado mediante el Decreto Ejecutivo No 84-2003 como un fondo destinado exclusivamente al financiamiento de la provisión de servicios de telecomunicaciones y tecnologías de la información y las comunicaciones para zonas rurales y de bajos ingresos, con el fin de garantizar el acceso universal a dichos servicios a todos los habitantes del país.  El Decreto No 128-2004, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No 238 de 7 de diciembre de 2004 derogó el Decreto No 84-2003 por ser una adición del Decreto No 2-96, Reglamento de la Ley Orgánica de TELCOR.  Sin embargo, el Decreto Ejecutivo No 5-2006, de 26 de enero de 2006 rehabilitó la constitución del FITEL.  El Reglamento del FITEL fue aprobado mediante el Acuerdo Administrativo No 006-2006 de 14 de marzo de 2006.  EL FITEL es financiado principalmente con recursos de TELCOR, obtenidos de los derechos y tasas cobrados por concesiones, licencias y uso del espectro radioeléctrico, entre otros.
iv) Transporte marítimo y puertos

a) Transporte marítimo 
125. En 2010 el sector de servicios de transporte (marítimo, aéreo y terrestre) representó el 4,2 por ciento del PIB.  La Dirección General de Transporte Acuático (DGTA) del Ministerio de Transporte e Infraestructura (MIT) es la entidad responsable del diseño y la implementación de la política de transporte marítimo y lacustre en Nicaragua.

126. La principal base jurídica del sector de transporte marítimo es la Ley No 399 de 3 de septiembre de 2001, Ley General de Transporte Acuático.  La Ley General de Transporte Acuático define el ámbito de competencia de la DGTA, y establece los principios generales normadores de las principales instituciones jurídicas del subsector Transporte Acuático.  La Ley permite la inversión extranjera en algunos segmentos del transporte marítimo (por ejemplo en lo que se refiere a matrícula de buques, y la constitución de armador o empresa naviera).  Nicaragua se reserva el tráfico interior y de cabotaje a buques de pabellón nacional explotados por armadores nacionales.  No obstante, si no existe buque nacional o centroamericano se puede autorizar a buques extranjeros.
127. La DGTA emite certificados de competencia marinera de buques mercantes, de pasajeros, de pesca, de cabotaje, y de transporte fluvial y lacustre para personal de cubierta y máquina.  La DGTA emite además certificados de navegación para buques nacionales e internacionales (certificado de matrícula, patente de navegación, permiso de navegación, permisos temporales, y permisos de salida).

128. Nicaragua se ha adherido a las siguientes convenciones internacionales de transporte marítimo:  Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques, 
MARPOL - 73/78;  Convenio Internacional sobre Líneas de Carga 1966;  Convenio sobre el Reglamento Internacional para Prevenir los Abordajes, COLREG 72;  Convenio Internacional relativo a la intervención en alta mar en casos de accidentes  que causen una contaminación por hidrocarburos 1969;  Convenio Internacional sobre responsabilidad civil de daños debidos a contaminación por hidrocarburos;  Convenio para facilitar el Tráfico Marítimo Internacional (Convenio FAL 65);  y Convenio Internacional sobre Arqueo de Buques 1969.
  En octubre de 1981 Nicaragua se constituyó en Estado miembro de la Organización Marítima Internacional (OMI).

b) Puertos
129. Nicaragua tiene cinco puertos marítimos internacionales y un puerto fluvial importantes;  también existen dos administraciones portuarias lacustres que manejan nueve muelles.  Tres de los puertos marítimos están en la costa del Pacífico (Puerto Corinto, Puerto Sandino y Puerto San Juan del Sur), y dos en la costa del Atlántico (Puerto Cabezas, El Bluff).  El puerto Arlen Siu (El Rama) es un puerto fluvial, localizado en la zona central del país, en la localidad de El Rama.  En 2011, el volumen de carga transportado por los puertos nicaragüenses fue de 3.437.754 toneladas métricas, de las cuales 2.782.659 toneladas métricas corresponden a carga de importación y 655.095 toneladas métricas a exportaciones (cuadro IV.7) 
Cuadro IV.7
Carga acuática 2005-2011 
(miles de toneladas métricas)

	Concepto
	2005
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011

	Carga internacional
	2.507,1
	2.678,0
	2.939,8
	2.797,5
	2.833,5
	3.009,2
	3.437,8

	Importación
	2.120,5
	2.355,5
	2.447,7
	2.342,0
	2.348
	2.317,9
	2.782,7

	Exportación
	386,6
	322,5
	492,1
	455,5
	484,1
	691,3
	655,1

	Carga nacional
	211,9
	177,8
	161,2
	186,4
	198,7
	201,6
	237,2


Fuente:
Banco Central de Nicaragua, Compendio Estadístico 1964-1974;  INEC, Anuario Estadístico (datos 1975-1979);  
MCT;  MTI.

130. Puerto Corinto es el puerto de mayor movimiento de carga en Nicaragua.  En 2011, este puerto movilizó el 71 por ciento de la carga del país.  Puerto Sandino, con un 27 por ciento del total, atiende particularmente cargamentos de petróleo, hierro y graneles sólidos, mientras que Puerto San Juan del Sur atiende exclusivamente cruceros turísticos.
  Puerto Cabezas, ubicado en la Región Autónoma del Atlántico Norte (RAAN), que movilizó sólo el 0,4 por ciento del total, tiene como sus principales cargas madera, pescado y mariscos, mientras que Puerto El Bluff, ubicado en la bahía de Bluefields en la Región Autónoma del Atlántico Sur (RAAS), movilizó el 0,7 del total y tiene como cargas principales camarón, langosta, carne congelada y madera en cantidades pequeñas.  En Puerto Arlen Siu (el Rama), localizado en el Río Escondido a 90 km. de su desembocadura en la cuidad de Bluefields y que representa el 1,2 por ciento del total movilizado, se maneja carga general y contenedores.

131. La Empresa Portuaria Nacional (EPN), creada en 1995 mediante el Decreto No 35-95 de 27 de junio de 1995 (reformado mediante el Decreto No 12-1999) está encargada de la administración de los seis puertos principales (cinco marítimos y uno fluvial), y de dos administraciones de puertos lacustres en el lago Cocibolca y en el lago Xolotlán.
  La EPN, sucesora de la Empresa Nacional de Puertos (ENAP), es un ente descentralizado, con autonomía administrativa, personalidad jurídica, patrimonio propio, capacidad para ejercer derechos y contraer obligaciones, bajo la rectoría sectorial de la Presidencia de la República.
132. La EPN es responsable de la explotación de las instalaciones de los puertos marítimos, fluviales y lacustres de su propiedad, así como de la custodia, manejo, almacenamiento de la carga de cabotaje, exportación, importación y en tránsito, así como cualquier tipo de servicios portuarios requeridos para el embarque y desembarque de personas.  La EPN está facultada a contratar empréstitos nacionales o extranjeros para el desarrollo de los puertos bajo su administración, y a celebrar contratos de cualquier naturaleza, para el uso de los servicios portuarios, muelles, atracaderos y otras instalaciones marítimas, fluviales y lacustres de carácter comercial, hasta por 25 años, los que podrán ser prorrogables.  La EPN puede conceder autorización de operación dentro del recinto portuario, mediante contrato, a empresas privadas de estiba legalmente constituidas y debidamente autorizadas para operar como tal por la autoridad competente.  A la finalización del contrato, los equipos, medios flotantes y terrestres, y cualquier otra inversión o mejora, quedarán a favor de la EPN.  Al respecto, las autoridades indicaron que se han suscritos contratos con empresas internacionales para financiar el desarrollo de puertos y para realizar estudios de construcción y modernización de puertos, y concesionar servicios de grúas, remolcadores y bodegas.  
133. La EPN es también el ente encargado de elaborar los reglamentos que regirán la prestación de los servicios portuarios, así como de elaborar tarifas para los servicios prestados en los puertos bajo su administración.  Los reglamentos y tarifas tienen que ser aprobados por la DGTA del Ministerio de Transporte e Infraestructura (MTI).

134. La política del presente Gobierno apunta a lograr un mayor desarrollo portuario, particularmente desarrollando el transporte marítimo del área del Atlántico para poder servir embarcaciones de cabotaje importante.  En la actualidad, la carga internacional que requiere de cargueros de gran cabotaje utiliza frecuentemente Puerto Cortés (en Honduras) y Puerto Limón (en Costa Rica).  En este sentido, la EPN trabaja actualmente en la ejecución de un Plan Maestro para el período 2009-2019, que contempla diferentes proyectos hasta por un monto de 595 millones de dólares EE.UU., que incluyen la construcción de un puerto de aguas profundas en el Caribe de Nicaragua, en el lugar conocido como Monkey Point, en el que se manejará la carga internacional marítima de Nicaragua con la costa este de los Estados Unidos, otros países de América y Europa.  El Plan Maestro contempla, además, mejorar la infraestructura y adquisición de equipos en Puerto Corinto, Puerto Sandino y Puerto Cabezas.  

135. Para incentivar que las empresas de transporte marítimo utilicen los puertos nicaragüenses, la EPN ha continuado manteniendo la política tarifaria preferencial a barcos portacontenedores y carga contenedorizada, inferiores a las del resto de Centroamérica.  Las tarifas cobradas por los diferentes servicios y los diferentes puertos están disponibles en línea, en el portal Internet del MTI.

v) Transporte aéreo y aeropuertos

a) Transporte aéreo
136. Desde el último examen en 2006, han habido cambios tanto en la legislación como en el arreglo institucional relativo al transporte aéreo en Nicaragua.  Los principales cambios son la promulgación de una nueva ley de aviación civil, la Ley No 595 de octubre de 2006, o Ley General de Aeronáutica Civil y la creación, por medio de la misma, de un nuevo ente encargado de los asuntos de la aviación civil y el transporte aéreo en general, el Instituto Nicaragüense de Aeronáutica Civil (INAC).  El enfoque general de la política de aviación civil de Nicaragua según lo explicitado en la Ley General de Aeronáutica Civil es aplicar políticas de cielos abiertos sobre la base de concesiones recíprocas bilaterales. 
137. El INAC, la nueva autoridad de aviación civil creada por la Ley General de Aeronáutica Civil de 2006, es un ente autónomo técnico y especializado que funge como la Autoridad Aeronáutica Nacional (AAN) y como sucesor sin solución de continuidad de la Dirección General de Aeronáutica Civil anteriormente adscrita al MTI.  Le competen al INAC funciones de regulación, supervisión, control y aplicación de las normas que rigen los servicios de transporte aéreo y "todas las actividades aeronáuticas que tengan lugar dentro del territorio nacional, su espacio aéreo y el que envuelve sus aguas jurisdiccionales" (Ley No 595, Título II Capítulo I Artículo 9).  De acuerdo con lo dispuesto por la Ley General de Aeronáutica Civil, el INAC está compuesto por un Consejo Directivo, una Dirección General y direcciones especificas:  la Dirección de Normas de Vuelo, la Dirección de Transporte Aéreo, la Dirección de Infraestructura, la Dirección de Aeronavegación y la División Administrativa Financiera.  También cuenta con oficinas de apoyo (Departamento de Relaciones Públicas, Departamento de Informática, Departamento de Certificación de Aeródromos, Oficina de Seguridad de la Aviación, Oficina de Enlace OACI, Oficina de Registro Aeronáutico, Biblioteca Técnica).

138. El INAC tiene la responsabilidad de expedir o cancelar certificados de matrícula para aeronaves, y de expedir, convalidar, prorrogar, renovar, revalidar, suspender, cancelar o revocar certificados de aeronavegabilidad, así como licencias y habilitaciones del personal aeronáutico de vuelo y de tierra.  El INAC también es responsable de otorgar, prorrogar, modificar, suspender, cancelar o revocar certificados operativos y/o certificados de operador aéreo (COA), así como certificados de explotación, a empresas nacionales que presten el servicio público de transporte aéreo nacional e internacional, regular o no regular, o que se dediquen a trabajos aéreos.  Los Certificados de Explotador Aéreo y autorizaciones podrán ser otorgados por un período no mayor de cinco años.
139. El INAC se financia principalmente con los ingresos que se deriven de la prestación de sus servicios vinculados con la aviación civil, y con el 7 por ciento de los ingresos por derecho de uso de terminal de los aeródromos públicos en el territorio nacional.  La Ley No 595 dispone que la transferencia anual al INAC por este último concepto nunca sea menor al equivalente de 1,2 millones de dólares EE.UU. 

140. La Ley No 595 de octubre de 2006, o Ley General de Aeronáutica Civil es la principal legislación en Nicaragua en lo relativo al transporte aéreo.  La ley dispone que las cuestiones jurídicas nacidas de la aeronáutica civil se rijan por:  la misma Ley;  los Convenios Internacionales de Derecho Aeronáutico ratificados por Nicaragua;  las leyes, reglamentos y regulaciones aeronáuticas que complementen la Ley sin contrariarla;  los principios generales propios del derecho aeronáutico;  los usos y costumbres de la actividad aérea;  las leyes análogas;  los principios generales del derecho común;  y las disposiciones del Código de Comercio.  Mediante la Ley General de Aeronáutica Civil, Nicaragua adoptó las normas internacionales de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI) como las aplicables a las actividades previstas en la Ley.  La Ley creó el INAC como autoridad de aviación civil, correspondiéndole a esta entidad elaborar, aprobar, mantener actualizada y publicar la regulación técnica de la aeronáutica civil en armonía con las normas de la OACI.
141. La inscripción de una aeronave en el Registro Aeronáutico Nacional de Nicaragua, le confiere nacionalidad nicaragüense.  Las aeronaves matriculadas en otro Estado podrán adquirir la matrícula nicaragüense, previa cancelación de la matrícula anterior.  Existe un Registro de Propiedad Aeronáutica, en el cual se registran las aeronaves y las diferentes operaciones que sobre ellas se realicen, y un Registro Aeronáutico Administrativo, en el que se inscriben los diferentes documentos relativos a la actividad aeronáutica, tales como:  las matrículas de aeronaves y los certificados de aeronavegabilidad;  los certificados de explotador aéreo y autorizaciones para ejercer los servicios aéreos regular, no regular, nacional, internacional, privado por remuneración, y sus cancelaciones y modificaciones;  las licencias y habilitaciones del personal técnico aeronáutico de aire y de suelo, las renovaciones, suspensiones o cancelaciones de éstas;  los actos y resoluciones administrativas que autoricen la infraestructura aeroportuaria, los talleres aeronáuticos y las escuelas de aviación existentes en el país.
142. Para ser propietario de una aeronave de matrícula nicaragüense se requiere:  i) ser persona natural o jurídica nicaragüense.  Si se trata de varios copropietarios, la mayoría cuyos derechos excedan de la mitad del valor de la aeronave, deben mantener su domicilio real en Nicaragua.  Si se trata de una persona jurídica, sociedad o asociación, estar constituida conforme a las leyes de Nicaragua o tener domicilio legal en Nicaragua;  o ii) ser persona natural extranjera con domicilio permanente en Nicaragua;  o iii) ser persona extranjera no domiciliada en Nicaragua, siempre y cuando medie un contrato de compraventa al crédito o arrendamiento con o sin opción de compra. 
143. La Ley permite el arriendo de aeronaves sin tripulación a los poseedores de un COA siempre y cuando el control operacional de la aeronave se transfiera al poseedor del COA.  Cualquier persona natural o jurídica, nacional o extranjera, previo a iniciar operaciones de servicio público de transporte aéreo debe obtener un COA;  en el caso de los extranjeros su concesión está condicionada a que exista reciprocidad en el trato a personas o empresas nicaragüenses en el país de origen.
144. La Ley General de Aeronáutica Civil define también los requisitos generales para certificados de explotación del subsector.  La explotación de servicios de transporte aéreo nacional o interno (cabotaje), únicamente podrá ser realizada por las personas naturales o jurídicas nicaragüenses.  En el caso de las personas jurídicas, el Presidente del Directorio o Consejo de Administración, y por lo menos el 51 por ciento de los directores deben ser de origen nicaragüense.  Las empresas aéreas extranjeras no pueden tomar pasajeros, carga o correspondencia para transportarlos dentro del territorio nacional.  Sin embargo, excepcionalmente, cuando haya motivos de interés general, la INAC está facultada para autorizar a dichas empresas a realizar tales servicios.  La Ley dispone que este régimen de excepción sea tanto más permitido cuando se trate de empresas aéreas centroamericanas, en aras de crear un mercado aéreo regional centroamericano lo más abierto posible.

145. El personal aeronáutico que se desempeñe en los servicios de transporte aéreo nacional deberá ser de nacionalidad nicaragüense.  Sin embargo, a falta de éste, podrá contratarse personal no nicaragüense con la previa autorización del INAC.  Las personas jurídicas extranjeras autorizadas para prestar servicio de transporte aéreo internacional, en forma directa o indirecta, deben designar domicilio y representante legal con amplias facultades de mandato y representación, quien deberá tener su domicilio permanente en Nicaragua.
146. Nicaragua mantiene acuerdos de libertad del espacio aéreo con los Estados Unidos (1997) y Panamá (1998).  Tiene también acuerdos de transporte aéreo con España, Perú, Cuba, y la ex Unión Soviética. 
147. Las líneas aéreas internacionales que prestan servicios en Nicaragua son:  American Airlines, Continental Airlines, Copa Airlines, Grupo Taca, Spirit y Delta.  Nicaragua cuenta con una línea aérea nacional llamada La Costeña, que vuela a las ciudades de Corn Island, Siuna, Puerto Cabezas, Bluefields, Bonanza, Rosita, Waspán y San Carlos.  Además realiza vuelos charter y transporte de carga.

b) Aeropuertos

148. Nicaragua cuenta con dos aeropuertos internacionales ubicados en Managua y Puerto Cabezas, y tres nacionales ubicados en Bluefields, Puerto Cabezas y Corn Island.  También existen aeropuertos rurales en Nueva Guinea, San Carlos, Siuna, Rosita y Bonanza.  El Aeropuerto Internacional Augusto C. Sandino de Managua fue objeto de un proyecto de expansión y modernización por 60 millones de dólares EE.UU. que finalizó en 2006 y que incluyó la renovación de la infraestructura para el transporte de pasajeros y la construcción de nuevas instalaciones para el manejo de carga.  El número de pasajeros internacionales entrantes a través de los aeropuertos de Nicaragua totalizó 503.911 en 2011, mientras que el número de pasajeros nacionales entrantes fue de 72.745.  El volumen de carga internacional entrante en 2011 fue de 21,7 millones de libras, mientras que el de carga nacional entrante totalizó 54,1 millones de libras.

149. El INAC es la entidad responsable de autorizar y supervisar que la construcción, mantenimiento y operación de los aeropuertos y otros aeródromos, así como la prestación de los servicios de aeronavegación, de seguridad de la aviación y el control de tráfico aéreo, cumplan los requisitos técnicos de seguridad y de protección al vuelo, de acuerdo con las normas nacionales e internacionales.  El establecimiento y operación de un aeródromo se hará previa autorización y habilitación del INAC.  El INAC tiene facultades de inspección sobre aeronaves, aeródromos y servicios aeronáuticos conexos, así como sobre el personal técnico aeronáutico.  Todos los aeródromos y aeropuertos civiles de Nicaragua deben rendirle mensualmente al INAC informes financieros y estadísticos de sus actividades y movimiento de aeronaves, de conformidad con las obligaciones contraídas por Nicaragua con la OACI.

150. La Ley reconoce la existencia de aeropuertos públicos, de propiedad del Estado, y de aeropuertos privados y prohíbe la privatización de los aeródromos propiedad del Estado de Nicaragua.  Sin embargo, en el caso de los aeropuertos del Estado, los servicios aeroportuarios y los de navegación aérea, su infraestructura y prestaciones aeronáuticas conexas, pueden ser objeto de concesiones o de contratos administrativos según corresponda.  En el evento de una concesión, el INAC recibirá una participación o un canon periódicos del concesionario según se haya dispuesto en el contrato de concesión respectivo.  El INAC tiene la responsabilidad de supervisar el funcionamiento de los servicios que hayan sido dados en concesión.

151. La Empresa Administradora de Aeropuertos Internacionales (EAAI), entidad descentralizada y autónoma, creada por el Decreto No 1.292, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No 186 de 16 de agosto de 1983, y regida por dicho decreto y sus reformas es la entidad encargada de administrar los aeropuertos de Nicaragua.  Además del Aeropuerto Internacional Augusto C. Sandino, actualmente administra tres aeropuertos locales ubicados en Bluefields, Puerto Cabezas y Corn Island.
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� Información en línea del FOGADE.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.fogade.gob" �http://www.fogade.gob�. ni/index.php?option=com_content&view=article&id=86&Itemid=2.


� Para mayores detalles sobre la determinación de la prima, ver:  Resolución CD-FOGADE-I-ENE-2011, de 31 de enero de 2011.  Consultada en:  http://www.fogade.gob.ni/images/stories/2011/nrdr-2011.pdf.


� La ley define como partes relacionadas a los accionistas que individualmente o en conjunto con otras personas naturales o jurídicas con las que mantengan directa o indirectamente vinculaciones significativas, posean un 5 por ciento o más del capital pagado del banco, así como a los miembros de su Junta Directiva, y a los parientes de ambos.


� Se entiende como base de cálculo la suma del capital primario y secundario.  El capital primario está conformado por:  a) capital pagado ordinario;  b) capital pagado preferente de carácter permanente con cláusula de dividendo no acumulativo,  c) capital donado no sujeto a devolución;  d) prima en colocación de acciones,  e) aportes recibidos para incrementos de capital,  f) reserva legal;  g) participaciones minoritaria (en el caso de estados financieros consolidados).  A lo anterior se le deduce el valor en libro de la plusvalía mercantil comprada.  El capital secundario está conformado por:  a) donaciones y otras contribuciones no capitalizadas,  b) ajustes por revaluación de activos;  c) otras reservas patrimoniales;  d) resultados acumulados de periodos anteriores;  e) resultados del período actual;  f) deuda subordinada e instrumentos híbridos de capital;  g) provisiones genéricas.  A la base de cálculo del capital, se le deduce cualquier ajuste pendiente y el valor en libros de las participaciones y obligaciones en subsidiarias y asociadas.  La proporción que puede ocupar el capital secundario en la base de cálculo no debe ser superior al 100 por ciento del capital primario.  Asimismo, la proporción que puede ocupar la deuda subordinada en el capital secundario nunca podrá ser superior al 50 por ciento del capital primario.  En ningún caso, la suma del capital secundario y cualquier otra subdivisión de capital elegible para el cálculo de adecuación de capital podrán superar en el 100 por ciento el capital primario.


� Reformada por la Resolución CD-SIBOIF-662-1-ENE26-2011 de 26 de enero de 2011, y la Resolución CD-SIBOIF-665-4-FEB17-2011, de 17 de febrero de 2011. 


� El artículo 14 de las Disposiciones Adicionales de la Reforma a la Ley General de Instituciones de Seguros, dictadas el 4 de agosto de 1996 derogó el artículo 5 del Decreto No 107 que reservaba exclusivamente al Estado la función de asegurador.


� De acuerdo con la Ley General de Instituciones de Seguros, son partes relacionadas con una sociedad de seguros los accionistas que, bien sea individualmente o en conjunto con otras personas naturales o jurídicas con las que mantengan directa o indirectamente vinculaciones significativas, posean un 5 por ciento o más del capital social obligatorio pagado de la sociedad de seguros;  los miembros de su junta directiva;  los cónyuges y familiares hasta el segundo grado de consanguinidad de las personas naturales incluidas en algunos de los casos anteriores;  así como las personas jurídicas miembros del grupo financiero al cual la sociedad de seguros pertenece, o con las cuales la sociedad de seguros, mantenga directa o indirectamente vinculaciones significativas (cuando directa o indirectamente, participa como accionista en otra persona jurídica en un porcentaje equivalente o superior al 33 por ciento de su capital social obligatorio o ejerce un derecho de voto equivalente o superior al mismo porcentaje).


� Entre las operaciones activas que están sujetas al límite anterior se encuentran las siguientes:  los créditos otorgados por la sociedad;  las operaciones de compra de cartera de créditos, seguros y obligaciones emitidas por partes relacionadas;  depósitos e inversiones de cualquier naturaleza que mantenga la sociedad, incluyendo operaciones de reporto, que no cumplan con las normas dictadas por el Consejo Directivo.


� Información en línea de la SIBOIF.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.superintendencia.gob.ni/" �http://www.superintendencia.gob.ni/� index.php?cont=contenido_web&id=1&seccion=2.


� En el mercado primario, donde se colocan los títulos o valores por primera vez, el emisor negocia por medio de su Puesto de Bolsa.  Los títulos del sector público son emitidos mediante subastas del Banco Central; si estos títulos son comprados por orden de un cliente, el Puesto de Bolsa comprador tiene la obligación de registrar dicha operación en el Sistema de la Bolsa de Valores de Nicaragua.  Los títulos o valores del sector privado negociables en la BVDN, son emitidos directamente por medio de esta e ingresados al Sistema de Negociación por el Puesto de Bolsa que representa al emisor.  Estos valores pueden ser luego vendidos en el mercado secundario, directamente en la BVDN.  Las opciones transadas en la BVDN son generalmente opciones de compra de títulos valores negociables en la BVDN y son emitidas simultáneamente, pero independientemente de un contrato de compraventa de contado.  Las operaciones de reporto son contratos bursátiles en los cuales el reportado (demandante de dinero) vende los títulos valores al reportador (inversionista) a un precio determinado, y este último asume la obligación de transferir al reportado, al vencimiento del termino establecido, la propiedad de los títulos, contra reembolso de un precio convenido.


� Información en línea de la BVDN.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.bolsanic.com/index.php" �http://www.bolsanic.com/index.php�? option=com_content&view=article&id=33&Itemid=27.


� En 2005 el 49,9 por ciento del volumen negociado en la BVN se transó en dólares EE.UU., y el 50,1 por ciento en córdobas (Superintendencia de Bancos y de otras Instituciones Financieras, 2006).


� Bolsa de Valores de Nicaragua (2012).


� Información en línea de TELCOR.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.telcor.gob.ni/Desplegar" �http://www.telcor.gob.ni/Desplegar�. asp?PAG_ID=47.


� Resolución Administrativa TELCOR No 508-2009, de 30 de septiembre de 2009.  Consultada en:  http://www.telcor.gob.ni/Biblioteca.asp?Accion=VerRecurso&REC_ID=488.


� Información en línea de TELCOR.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.telcor.gob.ni/Operadores.asp?Accion" �http://www.telcor.gob.ni/Operadores.asp?Accion� =ListarPorServicio.


� Información en línea de TELCOR.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.telcor.gob.ni/Desplegar.asp" �http://www.telcor.gob.ni/Desplegar.asp�? PAG_ID=7.


� Información en línea de TELCOR.  Consultada en:  http://www.telcor.gob.ni/.


�  Ley No 200, Ley General de Telecomunicaciones y Correos;  Ley No 210, Ley de Incorporación de Particulares en la Operación y Ampliación de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones.


� La Ley No 326 de 17 de diciembre de 1999 estipula que las licencias se otorgarán a personas naturales o jurídicas nicaragüenses o extranjeras de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley.


� Entre ellas se incluyen las siguientes: Ley No 293, Ley de Reformas a la Ley No 210, Ley de Incorporación de Particulares en la Operación y Ampliación de los Servicios Públicos de Telecomunicaciones, publicado en La Gaceta No 123, de 2 de julio de 1998.


� Por ejemplo, el Reglamento General de Interconexión y Acceso (Acuerdo Administrativo 020-1999 de 1° de julio de 1999);  el Reglamento del Servicio de Televisión por Suscripción (Acuerdo Administrativo 006-1997);  el Reglamento del Servicio de Telefonía Celular (Acuerdo Administrativo 004-1998);  el Reglamento del Servicio de Radiodifusión Televisiva (Acuerdo Administrativo 007-1997);  el Reglamento del Fondo de Inversión de Telecomunicaciones, FITEL (Acuerdo Administrativo No 006-2006);  el Reglamento de uso del Espectro Radioeléctrico y de los Servicios de Radiocomunicaciones (Acuerdo Administrativo 001-1997);  el Reglamento de Recurso de Numeración de Códigos de Puntos de Señalización y Plan Nacional de Señalización (Acuerdo Administrativo 061-2003);  el Reglamento de Reclamos de Usuarios y Operadores (Acuerdo Administrativo 002-2005);  el Reglamento de los Servicios de Comunicaciones por Satélite (Acuerdo Administrativo 002-1997).  Normativa para la prestación de servicios de telecomunicaciones en áreas no atendidas - para levantar las restricciones de inversión en las zonas de pobreza alta y extrema (por abstención de aplicar la ley). Los pequeños operadores en estas zonas no tienen la misma carga regulatoria que en los demás zonas.


� Las tarifas han descendido considerablemente en los últimos años.  Como ejemplo, en 2010, las llamadas locales en línea fija costaban sólo 0,020 dólares EE.UU por minuto, mientras aquéllas por celular costaban entre 0,12 y 0,29 dólares EE.UU. por minuto.  Las llamadas internacionales a los Estados Unidos y Canadá costaban 0,15 dólares EE.UU. por minuto (MIFIC, 2011).


� Para obtener la tarifa vigente actual se utiliza la siguiente formula:  Tarifa actual en córdobas = (valor en tabla/12,622) x tasa de cambio oficial vigente, donde 12,622 es la tasa de cambio vigente al 1° de junio de 2000, y el valor en tabla es la tarifa aprobada por TELCOR.  La "Tasa de Cambio Oficial Vigente" es el tipo de cambio oficial actual del BCN.


� Información en línea de la DGTA del Ministerio de Transporte e Infraestructura.  Consultada en:  http://www.mti.gob.ni/index.php/legislacion-maritima.


� Información en línea de la EPN.  Consultada en:  http://www.epn.com.ni/Estadisticas1.aspx.


� Información en línea de la EPN.  Consultada en:  http://www.epn.com.ni/Historia1.aspx.


� Información en línea del MTI.  Consultada en:  http://www.mti.gob.ni/index.php/tarifas-acuaticas/doc_download/62-tarifas-acuaticas.


� Información en línea del INAC.  Consultada en:  http://www.inac.gob.ni/institucion/.


� Estadísticas en línea de la EEAI.  Consultadas en:  � HYPERLINK "http://www.eaai.com.ni/index.php?option=com_" �http://www.eaai.com.ni/index.php?option=com_� content&view=article&id=42&Itemid=223&lang=es.


� Información en línea de la EEAI.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.eaai.com.ni/index.php" �http://www.eaai.com.ni/index.php�? option=com_content&view=article&id=75&Itemid=197&lang=es.





